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RESUMEN: ¿DE QUÉ TRATA ESTE CASO? 
 
Este caso trata de una demanda contenciosa administrativa interpuesta por el Sr. Valentín 
Hidalgo contra la Municipalidad de Santiago de Surco, cuya pretensión era la nulidad de la 
Resolución N° 1670-2002-DFC-SSS, que ordenaba al Sr. Hidalgo la demolición de las 
construcciones y el pago de una multa, por haber cometido la siguiente infracción: "construir 
sobre área pública". 
 
La Municipalidad de Santiago de Surco sustentó su actuación en la Resolución N° 206-96- 
MLM-DMDU y el Plano N° 150-96-MLM (dichos documentos no formaban parte del 
Expediente), ambos aprobados por la Municipalidad Metropolitana de Lima, donde 
supuestamente se acreditaba que el inmueble sobre el que había construido el Sr. Hidalgo 
era una vía pública. 
 
Por su parte, el Sr. Valentín Hidalgo sostenía que poseía el Inmueble desde hace más de 
30 años de manera pacífica y pública, por lo que se trataba de un bien privado. 
 
A efectos de analizar el caso, hemos solicitado a través de Acceso a la Información Pública 
la resolución y el plano señalado en el segundo párrafo anterior. De la misma manera, se 
ha realizado un levantamiento topográfico del Inmueble a efectos de solicitar un Certificado 
de Búsqueda Catastral. En similar sentido, hemos obtenido el plano de levantamiento 
topográfico realizado por COFOPRI. Todo lo anterior, a efectos de determinar la verdadera 
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I. DATOS GENERALES DEL PROCESO 
 
 
Asunto : Informe y análisis de los documentos que 
conforman el Expediente N° E-1496. 
Expediente : 2003-00462-0-1801-JR-CI-02 
Demandante : Valentín Hidalgo Lostaunau 
Demandado : Municipalidad Distrital de Santiago de Surco 
Materia : Nulidad de Acto Administrativo 
Áreas : Derechos Reales, Derecho Urbanístico y Derecho 
Administrativo 
Primera Instancia : Décimo Segundo Juzgado Contencioso 
Administrativo de la Corte Superior de Justicia de 
Lima. 
Segunda Instancia : Primera Sala Especializada en lo Contencioso 




II. ANTECEDENTES, RELEVANCIA Y METODOLOGÍA DE ANÁLISIS DEL 
EXPEDIENTE 
 
1. En el Perú, el derecho de propiedad tiene protección constitucional y debe ser 
ejercido en sintonía con el bien común. Adicionalmente, no debemos perder de vista 
que -como cualquier derecho- no es absoluto. De allí que nuestro ordenamiento 
reconozca de manera expresa las limitaciones legales de la propiedad privada. 
 
2. Con relación al concepto de "bien común", la doctrina nacional coincide en que es 
la suma de intereses particulares; en otras palabras, el bien común atiende a lo que 
nuestra doctrina entiende como interés general. 
 
3. Nuestra Constitución señala, además, que "a nadie puede privarse de su propiedad, 
sino exclusivamente por causa de seguridad nacional o necesidad pública"1. 
 
Forma parte del concepto de "necesidad pública" una serie de supuestos, siendo 
uno de ellos las infraestructuras viales, por medio de las cuales las personas se 
conectan con su entorno social, laboral, educativo; y que benefician a todos los 
ciudadanos. 
 
4. Como indica Díaz Guevara, "la infraestructura pública es el conjunto de elementos, 
dotaciones o servicios necesarios para el buen funcionamiento de un país, o de una 
comunidad en general"2. De allí que, la infraestructura vial sea un aspecto que 
merezca especial atención, en tanto que implica un aprovechamiento en favor de 
todos los ciudadanos. 
 
5. Uno de los proyectos viales más importantes de nuestra ciudad es la Vía Expresa 
del Paseo de la República, que fue construida en la década de los años 60, 
iniciándose a partir de la Plaza Grau en el Cercado de Lima y que a la fecha continúa 
hasta la intersección de la Av. República de Panamá3. 
 
6. Para llevar a cabo lo anterior, la entidad competente reservó una "afectación vial" 
sobre los terrenos ubicados en los proyectos viales. Esto constituye una limitación 
legal a la propiedad que será analizado en el marco del Expediente objeto de 
estudio. 
 
7. Por otro lado, en la rama del derecho administrativo, tenemos que existen 
competencias otorgadas a las Municipalidades para sancionar cuando los 
administrados cometan infracciones que se encuentren debidamente tipificadas por 
normas legales. 
 
En el presente informe, analizaremos si la Resolución que determinó la sanción por 
"construir sobre área pública" debía ser declarada nula, o si ésta fue impuesta 
conforme a nuestro ordenamiento. 
 
1 Artículo 70° de la Constitución Política del Perú. 
 
2 DÍAZ GUEVARA, Alex. "Asociaciones Público Privadas en infraestructura vial: Análisis y modelo de gestión en el Perú 
basado en una conceptualización antropológica". Tesis de Doctorado de la Universidad de Piura. Año 2017. 
 
3 Fondo Metropolitano de Inversiones - INVERMET. "Propuesta del Proyecto Prolongación Paseo de la República Sur (Vía 
Expresa)". Lima, Perú. Año 2004. Pág. 6 
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8. Al respecto, cabe señalar que la Municipalidad de Santiago de Surco sustentó su 
actuación a partir de una resolución, emitida por la Municipalidad Metropolitana de 
Lima, que aprobaba un proyecto habilitación urbana donde supuestamente se 
indicaba que el inmueble se encontraba sobre una vía. 
 
Por lo anterior, será necesario conocer los alcances de dicha resolución, a efectos 
de confirmar si la posición de la Municipalidad de Santiago de Surco estaba 
conforme a ley. 
 
9. La estructura del presente trabajo será la siguiente: (i) en primer lugar, conoceremos 
los hechos relevantes del Expediente; (ii) identificaremos y resolveremos los 
problemas jurídicos planteados en el Expediente; y (iii) finalmente, explicaremos las 
conclusiones a las que hemos arribado, las mismas que incluirán nuestra posición 
con relación a los problemas jurídicos identificados en las sentencias de primera y 
segunda instancia. 
 
10. Con relación a la metodología del presente Informe, hemos aplicado para este 
análisis una investigación informativa y descriptiva. 
 
Para ello, hemos obtenido a través del servicio de Acceso a la Información Pública 
diversas normas históricas, así como planos referidos a la afectación vial. 
Adicionalmente, se ha realizado -con el apoyo de un geógrafo- un levantamiento 
topográfico del inmueble y se ha solicitado el respectivo Certificado de Búsqueda 
Catastral ante la Superintendencia Nacional de Registros Públicos. 
 
11. Por último, resulta pertinente precisar que hemos visualizado la Partida señalada en 
el Certificado de Búsqueda Catastral a través del servicio Visualización de Partida 
en la SUNARP. 
 
III. HECHOS RELEVANTES DERIVADOS DEL EXPEDIENTE 
 
3.1. SOBRE LA POSESIÓN DEL SEÑOR VALENTÍN HIDALGO 
 
12. Desde el año 1967, el Sr. Valentín Hidalgo Lostaunau (en adelante, el "Sr. Hidalgo") 
poseía, junto con su esposa, el inmueble de un área de 162.00 m2., ubicado en la 
Asociación Pro Vivienda, El Engranaje, San Roque Surco, Lote 1, Manzana A, 
distrito de Santiago de Surco (en adelante, el "Inmueble"). 
 
Sobre dicho Inmueble, el Sr. Hidalgo construyó una vivienda de un (1) piso, la misma 
que contaba con servicios de agua y alumbrado eléctrico. 
 
13. A partir del año 1977, el Sr. Hidalgo cumplió con pagar el impuesto predial (a nombre 
de la Asociación, quien contaba con Código de Contribuyente N° 031765) y los 
arbitrios correspondientes a la Municipalidad Distrital de Santiago de Surco (en 
adelante, la "Municipalidad" o "Municipalidad de Surco"). 
 
14. Sobre la posesión del Sr. Hidalgo, resulta pertinente precisar que en el año 1967 
(fecha en la que el Sr. Hidalgo empezó a poseer el Inmueble) no se había llevado a 
cabo el trazo de la vía Paseo de la República en el distrito de Santiago de Surco. 
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3.2. ALCANCES DEL INMUEBLE A NIVEL REGISTRAL 
 
15. De acuerdo con el Informe N° 0131-83-CC, de fecha 23 de mayo de 1983, emitido 
por la Oficina de Catastro de la Superintendencia Nacional de Registros Públicos, 
el Inmueble se ubicaba dentro de un terreno cuya extensión superficial era de 
2,108.00 m2., ubicado en los terrenos urbanos de los Potreros Culunga y Mumay del 
Fundo San Juan, que se encontraba inscrito a fojas 83 del Tomo 867 del Registro 
de Propiedad Inmueble de Lima. 
 
3.3. SOBRE EL ACTO ADMINISTRATIVO OBJETO DE NULIDAD 
 
16. Con fecha 06 de agosto de 2001, la Municipal remitió la Notificación de Infracción 
N° 006880, dirigida al Sr. Hidalgo, por "construir y/o cercar en área pública". 
 
17. Tras ello, el día 13 de agosto de 2001, el Sr. Hidalgo presentó sus Descargos4, 
argumentando que venía poseyendo el Inmueble desde el año 1967, habiendo 
efectuado desde el año 1983 el pago de Autovalúo a la Municipalidad. 
 
En esa misma línea, el Sr. Hidalgo señaló que al ser un bien privado, no se había 
iniciado un proceso de expropiación. 
 
18. Tras ello, mediante Resolución Directoral N° 1670-2002-DFC-MSS, de fecha 28 de 
junio de 2002, la Municipalidad resolvió: (i) ordenar al Sr. Hidalgo que proceda a 
demoler las construcciones reglamentarias en un plazo de 15 días, y (ii) que cumpla 
con pagar la multa ascendente a S/ 8,098.20 soles. Lo anterior se sustentó en lo 
siguiente: 
 
a) Mediante Informe N° 1033-2001-SDOPRIV-DDU, de fecha 23 de agosto de 
2001, la Subdirección de Obras Privadas de la Municipalidad realizó el 
levantamiento esquemático de los lotes correspondientes al Asentamiento 
Humano El Engranaje, así como las consultas al área de catastro, donde se 
concluyó que: "De una evaluación del plano aprobado se aprecia que las 
calles 1 y 3 rematan en una isla de volteo, sin embargo dicha vía no ha 
podido ser completada (…) por cuanto sobre éstas (…) se ha asentado el 
grupo humano que se autodenomina El Engranaje, quienes han realizado 
edificaciones (…) que impide la continuidad de la vía". 
 
b) Asimismo, la Municipalidad precisó que, con fecha 29 de agosto de 2001, y 
mediante Informe N° 604-2001-ALTLR-DDU-MSS, la Dirección de 
Desarrollo Urbano señaló que la Declaración Jurada que formuló el 
contribuyente se encontraba sujeta a fiscalización municipal, de conformidad 
con el Decreto Legislativo N° 776, siendo el caso que el predio infractor 
constituía área pública. 
 
19. Tras ello, con fecha 25 de julio de 2002, el Sr. Hidalgo solicitó mediante recurso de 
apelación dirigido al Director de Fiscalización y Control de la Municipalidad, la 




4 Si bien se consigna como sumilla "Reclamación y/o reconsideración sobre Procedimiento de Multa", se trataría en realidad 
de los Descargos presentados a propósito de la Notificación de Infracción. 
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a) Que la Urbanización Los Jazmines de San Roque fue creada a partir del año 
1986, es decir, cuando la Asociación Pro Vivienda ya existía. 
 
b) Que el hecho que la Municipalidad le haya cobrado tributos municipales, 
desde el año 1983, reafirmaba su derecho de posesión. 
 
c) Que no se ha respetado el debido procedimiento 
 
20. Sin embargo, mediante Resolución N° 686-2002-RASS, de fecha 06 de septiembre 
de 2002, el alcalde Carlos Dargent Chamot declaró: (i) infundado el recurso de 
apelación y la nulidad promovida por el Sr. Hidalgo y (ii) dio por agotada la vía 
administrativa, de conformidad con el artículo 38° de la Ordenanza N° 67-MSS. 
 
Lo anterior se sustentó en que, de acuerdo a la información proporcionada por la 
Subgerencia de Obras Privadas, el Inmueble se encontraba sobre área pública. 
 
21. Mediante escrito de fecha 14 de octubre de 2002, el Sr. Hidalgo solicitó la nulidad 
de las Resoluciones N° 1670-2002-DFC-MSS y N° 686-2002-RASS, alegando que 
lo que pretendían las citadas resoluciones era desalojar al Sr. Hidalgo de su 
vivienda, y que el desalojo solo podía ordenarse únicamente por mandato judicial. 
 
22. En ese orden de ideas, mediante Resolución N° 929-2002-RASS, de fecha 19 de 
noviembre de 2002, la Municipalidad declaró improcedente la nulidad promovida por 
el Sr. Hidalgo contra la Resolución Directoral N° 1670-2002-DFC-MSS, de fecha 12 
de junio de 2002 y la Resolución Directoral N° 686-2002-RASS, de fecha 06 de 
septiembre de 2002, en razón a que ya se había promovido el recurso impugnativo 
en su oportunidad y que, por tanto, se encontraba agotada la vía administrativa. 
 
23. Tras ello, con fecha 03 de diciembre de 2002, el Sr. Hidalgo solicitó la revisión de la 
Resolución N° 929-2002-RASS, por las siguientes razones: 
 
a) Que, venía poseyendo el Inmueble desde el año 1967, época en la que no 
se había trazado las calles o vías en el distrito de Santiago de Surco, siendo 
que el Inmueble era tierra de cultivo. 
 
b) Que para la continuación de la Vía Expresa, INVERMET debía expropiar y 
pagar un justiprecio. 
 
c) Que la Municipalidad ha venido cobrados el impuesto predial y arbitrios al 
Sr. Hidalgo. 
 
d) Que, ninguna persona puede ser despojada de la posesión adquirida si no 
existe mandato judicial. 
 
24. Por último, mediante Carta N° 762-2002-SG-MSS, de fecha 09 de diciembre de 
2002, la Municipalidad le solicitó al Sr. Hidalgo que, sobre el escrito presentado, se 
remita a lo dispuesto en la parte final del artículo segundo de la Resolución N° 686- 
2002-RASS. 
 
25. A efectos de una mejor visualización, presentamos la siguiente línea de tiempo que 






3.4. SOBRE EL PROCESO DE NULIDAD 
 
Demanda contencioso administrativa sobre nulidad de la Resolución Directoral N° 
1670-2002-DFC-MSS 
 
26. Dada la situación descrita en el apartado precedente y habiéndose agotado la vía 
administrativa, con fecha 13 de enero de 2003, el Sr. Hidalgo interpuso demanda 
contenciosa administrativa contra la Municipalidad en el marco de la controversia 
planteada, siendo el petitorio el siguiente (en adelante, la "Demanda"): 
 
a) Pretensión Principal: que se declare la nulidad de la Resolución Directoral 
N° 1670-2002-DFC-MSS, de fecha 28 de junio de 2002 y la ineficacia del 
acto administrativo que la contiene. 
 
b) Pretensión accesoria a la pretensión principal: que se reconozca la condición 
de legítimo poseedor del Sr. Hidalgo sobre el Inmueble; y que la 
Municipalidad se abstenga de perturbar dicho derecho. 
 
27. La Demanda se sustentó en los siguientes fundamentos de hecho: 
 
a) Que el Sr. Hidalgo poseía el Inmueble desde hace más de 30 años de 
manera pública, pacífica y directa. Según el Demandante, dicho Inmueble 
formaba parte de uno de mayor extensión de propiedad de la Asociación Pro 
Vivienda El Engranaje, de la cual el Sr. Hidalgo era integrante. 
 
b) Que el Sr. Hidalgo había construido sobre el Inmueble una vivienda, y que 
cumplía con pagar los tributos prediales correspondientes, los arbitrios, así 
como los servicios de agua y luz. 
 
c) Que la Municipalidad aludía que el Inmueble era vía pública; sin embargo, 
dicha afirmación contradecía la Constancia emitida por la municipalidad, de 
fecha 21.11.1991 y que menciona que "el terreno de la Asociación El 
Engranaje se encontraría dentro del probable trazo de afectación de la Vía 
Paseo de la República". 
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28. Asimismo, los fundamentos de derecho de la Demanda se sustentaron en que el 
Acuerdo de Concejo N° 077-96-ACS-MSS, así como las Ordenanzas N° 60-MSS y 
68-MSS, tenían el carácter de clandestino al no haber sido publicadas. 
 
29. Dentro de su fundamentación, el Sr. Hidalgo sostuvo que su propiedad era 
inviolable, por lo que nadie podía despojarlo salvo que medie una expropiación, 
situación que no se habría producido. 
 
30. Por último, el Sr. Hidalgo alegó que se habría vulnerado el "principio universal de la 
pluralidad de instancias", al suprimirse la segunda instancia que correspondía al 
Consejo Municipal Distrital y el recurso de revisión al Consejo Metropolitano de 
Lima, de conformidad con el Acuerdo de Concejo N° 121, de fecha 08 de noviembre 
de 1996. 
 
Contestación de Demanda 
 
31. Con fecha 08 de noviembre de 2004, la Municipalidad solicitó al Décimo Segundo 
Juzgado Contencioso Administrativo Permanente que se sirva a desestimar y 
declarar infundada la Demanda por las siguientes razones: 
 
a) Que, mediante Informe N° 1033-2001-SDOPIV-DDU ,la Subgerencia de 
Obras Privadas efectuó inspección ocular en el asentamiento humano "El 
Engranaje", en la que se advirtió que el Sr. Hidalgo ocupaba área pública. 
 
b) Que, la Municipalidad se encontraba facultada para determinar limitaciones 
a la propiedad privada como no construir, reconstruir, ampliar, modificar o 
reformar un inmueble. 
 
Sentencia en Primera Instancia 
 
32. Por sentencia de fecha 14 de enero de 2008, el Décimo Segundo Juzgado 
Contencioso Administrativo de Lima declaró INFUNDADA en todos sus extremos la 
Demanda Nulidad; basada en los siguientes considerandos: 
 
a) Que el Sr. Hidalgo había ejercido su derecho de defensa, a través de los 
recursos de apelación, nulidad, entre otros. 
 
b) Que, con relación a la pluralidad de instancias, el Acuerdo de Consejo N° 
121 no resultaba aplicable, toda vez que la Resolución Directoral objeto de 
nulidad fue emitida por el Director de Fiscalización y Control. conforme a lo 
que establecía la Ordenanza N° 67-MSS, la misma que establecía que los 
recursos de apelación debían ser resueltos por el alcalde. 
 
c) Que, de acuerdo a la Resolución N° 206-96-MLM-DMDU y el plano N° 150- 
96-MLM-DGO, el Inmueble se encontraba en la vía pública, por lo que el 
Inmueble era inalienable e imprescriptible. 
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Apelación de la Sentencia 
 
33. La sentencia fue apelada por el Sr. Hidalgo, quien señaló la existencia de errores 
de hecho y de derecho por parte del Juzgado en el análisis del caso, y se remitió a 
los fundamentos expuestos la Demanda Nulidad. 
 
34. Asimismo, precisó que el Juzgado no tuvo en consideración los actuados judiciales, 
en los que se demostró que el Inmueble era propiedad privada y no pública. En 
similar sentido, alegó que tampoco se había analizado la constancia emitida por 
Registros Públicos. 
 
Sentencia de Segunda Instancia 
35. Por sentencia de vista de fecha 15 de agosto de 2008, la Primera Sala Especializada 
en lo Contencioso Administrativo de la Corte Superior de Justicia de Lima estableció 
que el derecho de pluralidad no formaba parte del contenido esencial del derecho 
del "debido procedimiento administrativo". 
 
36. Asimismo, la Sala consideró que el Inmueble se encontraba dentro de área pública, 
por lo que el Inmueble era intangible, inalienable e imprescriptible. En ese sentido, 
era responsabilidad de la municipalidad su promoción, organización, administración 
y mantenimiento. 
 
37. Considerando ello, la Sala confirmó la sentencia emitida mediante Resolución N° 
12, de fecha 14 de enero de 2008, con la que dio término al presente proceso 
judicial. 
 
IV. HECHOS RELEVANTES DERIVADOS DE LA INVESTIGACIÓN DE LA 
BACHILLER 
 
4.1 ALCANCES DEL INMUEBLE A NIVEL REGISTRAL 
 
38. Como hemos señalado en el numeral III anterior, de acuerdo con el Informe N° 0131- 
83-CC, el Inmueble se ubicaba dentro de un terreno cuya extensión superficial era 
de 2,108.00 m2., ubicado en los terrenos urbanos de los Potreros Culunga y Mumay 
del Fundo San Juan, que se encontraba inscrito a fojas 83 del Tomo 867 del Registro 
de Predios de Lima. 
 
39. A partir de dicha información, pudimos constatar que a dicho Inmueble le 
correspondería la Partida Electrónica N° 49004827 del Registro de Predios de Lima 
(en adelante, la "Partida"). 
 
40. A través del servicio de Visualización de Partidas proporcionado por SUNARP, 
advertimos que en la misma constaba inscrita la Urbanización San Roque, cuyo 




4.2 LEVANTAMIENTO TOPOGRÁFICO DEL INMUEBLE, CERTIFICADO DE 
BÚSQUEDA CATASTRAL Y PLANO EMITIDO POR COFOPRI 
 
41. A efectos de confirmar el Informe presentado por el Sr. Hidalgo, realizamos una 
visita in situ y un levantamiento topográfico5 del Inmueble. De dicha visita, pudimos 




42. Realizado el levantamiento topográfico que estuvo a cargo de la Verificadora 
Catastral Nilda Janampa Cacñahuaray, identificada con CGP N° 189, en febrero del 
presente año, se solicitó el Certificado de Búsqueda Catastral, el mismo que fue 
proporcionado el día 23 de abril de 2021 por la Superintendencia Nacional de 
Registros Públicos bajo el Expediente N° 85966847 y que concluyó lo siguiente: 
 
"Efectuadas las comparaciones gráficas entre los elementos técnicos 
presentados, contrastados con sus antecedentes registrales y nuestras 
Bases Gráficas Registrales de Mosaico de predios inscritos disponible a la 
fecha y en proceso continuo de actualización y/o modificación, se informa 
que el predio en consulta se ubica comprendido donde se advierte el 
ámbito mayor inscrito en el asiento 1 del Tomo 212, Fojas 277. 
 
(…) se informa que no es posible determinar gráficamente y fehacientemente 
si el ámbito en consulta se encuentra total o parcialmente en el ámbito mayor 
inscrito en el asiento 1 del tomo 212, fojas 277 debido a que el Título 




5 El levantamiento topográfico es el estudio técnico y descriptivo de un terreno, que examina las características físicas y 
geológicas del terreno, tales como el área, los linderos y medidas perimétricas, la ubicación, entre otros. 
 




Se aclara que la Oficina de Catastro de la SUNARP solo se pronuncia 
de ámbitos de predios inscritos y que están plasmados a la fecha en 
nuestra Base Gráfica en proceso de elaboración (producto de la información 
de predios nuevos inscritos avalados por los entes generadores de 
Catastro); la cual está sujeta a actualización, en tanto se prosiga con la 
incorporación registral de predios, en proceso actual de inscripción (…)" 
(Énfasis agregado) 
 
43. De una revisión de dicho Certificado de Búsqueda Catastral, advertimos que al 
Inmueble le correspondía la partida mencionada por el Sr. Hidalgo: la Partida 
Registral N° 49004827 del Registro de Predios de Lima. 
 
44. Ahora bien, no debemos perder de vista que la información consignada en la Oficina 
de Catastro ha sido realizada a partir de los datos que obran en los títulos 
archivados, razón por la que tienen una naturaleza netamente referencial7. 
 
45. En línea a lo anterior, resulta pertinente comentar que hemos obtenido el Plano N° 
2332--COFOPRI-2000-GT, emitido con fecha 2 de febrero de 2000, producto del 
levantamiento topográfico realizado por el Organismo de Formalización de la 
Propiedad Informal ("COFOPRI"), mediante el cual se advierte que el Inmueble 




7 Artículo 2° de la Resolución del Superintendente Nacional de los Registros Públicos N° 063-2020-SUNARP/SN. 
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46. De una "Búsqueda de predio por Nombre" a través de la SUNARP y de una 
corroboración de los linderos y medidas perimétricas, advertimos que a dicho predio 
le correspondería la Partida Registral N° 49052172 y que el Inmueble formaría parte 
de un terreno cuya área total ocupada asciende a 37,861.06 m2. 
 
4.3 DOCUMENTOS PÚBLICOS OBTENIDOS A TRAVÉS DE ACCESO A LA 
INFORMACIÓN PÚBLICA 
 
47. Como hemos señalado en el numeral anterior, la Municipalidad de Surco sustentó 
que el Inmueble se trataba de una vía en razón a la Resolución N° 206-96-MLM- 
DMDU y al Plano N° 150-96-MLM-DMDU. 
 
48. Siendo el caso que dichos documentos no se encuentran en el Expediente y con el 
propósito de analizar dicha posición, solicitamos a través de Acceso a la Información 
Pública tanto la Resolución N° 206-96-MLM-DMDU como el Plano N° 150-96-MLM- 
DMDU, mediante el cual advertimos que se aprobó el Proyecto de Habilitación 
Urbana para Uso de Vivienda presentado por la Cooperativa de Vivienda "Los 
Jazmines de San Roque" del terreno de 29,537.86 m2. 
 
 
4.4 SOBRE LA AMPLIACIÓN DE LA VÍA DE PASEO DE LA REPÚBLICA8 
 
49. Si bien la información contenida en el presente apartado no obra en el Expediente, 
con el propósito de realizar un análisis sobre el caso, consideramos oportuno 
detallar los antecedentes de la Prolongación de la Vía Expresa Sur. 
 
 
8 La información señalada en el presente apartado no se encuentra en el Expediente. Ha sido obtenida a través de Acceso 
a la Información a las entidades correspondientes, así como de la revisión de diversos portales periodísticos. 
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50. En la década de los años 60, se construyó la Vía Expresa del Paseo de la República, 
cuyo recorrido es desde la Plaza Grau en el Cercado de Lima hasta la intersección 
de la Av. República de Panamá en Barranco. 
 
Dicha vía es hoy en día una de las más importante de la ciudad de Lima por conectar 
a una serie de distritos, tales como Lince, La Victoria, San Isidro, Miraflores y 
Barranco. 
 
51. En el año 1988, se aprobó el Expediente Técnico referido a la "Prolongación de la 
Vía Expresa Sur", el que estuvo a cargo del Instituto Metropolitano de Planificación 
y tenía como propósito la Prolongación de la Vía Expresa hasta la Av. Panamericana 
Sur; y con ello, generar mayor rapidez del flujo vehicular entre el Centro de Lima y 
el Cono Sur. 
 
Para ello, en el citado Expediente Técnico se adjuntó el Estudio Definitivo de Obra 
aprobado, que precisaba que se requería la expropiación o adquisición de terrenos 
privados9. 
 
52. Por ello, mediante Decreto de Alcaldía N° 049-89 de la Municipalidad Metropolitana 
de Lima, de fecha 20 de junio de 1989, se decretó: "(i) reservar los terrenos 
destinados a la Prolongación de la Vía Expresa Paseo de la República, en los 
distritos de Barranco, Santiago de Surco y San Juan de Miraflores, con un derecho 
de vía o faja de dominio de 72.00 metros; y (ii) encargar a la Dirección Municipal de 
Desarrollo Urbano la coordinación con las Municipalidades de Barranco, Santiago 
de Surco y San Juan de Miraflores, a efectos de evitar nuevas construcciones y/o 
usos clandestino en la franja que se reserva". 
 
53. Tras ello, mediante Acuerdo de Concejo N° 115 de la Municipalidad Metropolina de 
Lima, de fecha 28 de junio de 1989, se decretó ratificar el Decreto de Alcaldía citado 
en el párrafo anterior. 
 
V. IDENTIFICACIÓN DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
1. Problema Jurídico N° 1: Determinar la situación jurídica del Inmueble: si era 
propiedad privada o propiedad estatal. 
 
a) Determinar la regulación de los bienes estatales de dominio público. 
b) Determinar la regulación de los bienes estatales de dominio privado. 
c) Determinar la regulación de los bienes privados en el Derecho Civil. 
d) Analizar si el inmueble se encontraba bajo titularidad privada o estatal, a 
partir de un análisis de la información registral y extra registral obtenida. 
e) Determinar si nos encontramos ante una prescripción adquisitiva de dominio. 
 
2. Problema Jurídico N° 2: Determinar si existía una vía sobre el Inmueble o una 
afectación vial 
 
a) Determinar los alcances del derecho de propiedad en el marco de la 
Constitución Política del Perú. 
 
9 Considerandos del Decreto de Alcaldía N° 049-89, de fecha 20 de junio de 1989. 
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b) Determinar si el Inmueble se encontraba sobre una vía local. 
c) Determinar si una afectación vial convierte el bien en dominio público. 
d) Determinar las competencias de las Municipalidades Provinciales para 
establecer derechos de vía o área de reserva de vía con relación a vías 
urbanas. 
e) Alcances sobre el Tercer Tramo de la Av. Paseo de la República. 
 
3. Problema Jurídico N° 3: Determinar si, en el marco del procedimiento 
administrativo, se vulneró el derecho a interponer recursos administrativos. 
 
a) Determinar los alcances de la autonomía municipal que ostentan los 
gobiernos locales en el Perú. 
b) El derecho al debido procedimiento administrativo en el ordenamiento 
jurídico peruano. 
c) El derecho a interponer recursos administrativos en el ordenamiento jurídico 
peruano y sus alcances. 
d) Alcances sobre los recursos de impugnación administrativa. 
e) Análisis de la legalidad de los recursos administrativos interpuestos por el 
Sr. Hidalgo y sobre la procedencia del recurso de revisión. 
 
4. Problema Jurídico N° 4: Determinar si la sanción impuesta por la Municipalidad 
contra el Sr. Hidalgo fue conforme a ley 
 
a) Determinar los alcances de la facultad sancionadora de las Municipalidades. 
b) Determinar si correspondía la nulidad de la Resolución N° 1680-2002-DFC- 
MSS. 
c) Determinar si la Municipalidad vulneró el principio de licitud. 
d) Determinar si la Municipalidad vulnero el principio de verdad material. 
 
5. Problema Jurídico N° 5: Determinar si correspondía que se declare al Sr. 
Hidalgo como legítimo poseedor, en el marco de un contencioso administrativo 
 
a) Determinar los alcances de los procesos contenciosos administrativos y las 
pretensiones de plena jurisdicción. 
b) Determinar si era posible solicitar el reconocimiento del derecho de posesión 
en un proceso contencioso administrativo. 
 
VI. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
6.1. Problema Jurídico N° 1: Determinar la situación jurídica del Inmueble: ¿el 
Inmueble era un bien estatal o un bien privado? 
 
54. Teniendo en cuenta que la infracción que sustentó la sanción al Sr. Hidalgo es por 
"construir sobre área pública", resulta necesario conocer si el Inmueble se 
encontraba bajo la titularidad del Estado; o si, por el contrario, se trataba de un bien 
privado. 
 
A modo de introducción del presente acápite, resulta pertinente señalar que los 
bienes pueden ser de naturaleza privada o estatal (ya sea de dominio público o de 
dominio patrimonial o privado). 
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55. Son bienes estatales aquellos predios cuya titularidad recaen en el Estado; mientras 
que, se considera bienes privados a aquellos que se encuentran bajo el dominio de 
una persona natural o jurídica privada. 
 
Los bienes estatales pueden ser: de dominio privado o dominio público, cuyo titular 
será el Estado o cualquier entidad que conforma el Sistema Nacional de Bienes 
Estatales, independientemente del nivel de gobierno al que pertenezcan10. 
 
Por otro lado, serán bienes privados aquellos bienes que no tengan como titular al 
Estado, sino a particulares (persona natural o jurídica). En este caso, las normas 
aplicables serán las señaladas en el Libro de Reales de nuestro Código Civil. 
 
Regulación de los bienes estatales de dominio público 
 
56. Como hemos explicado, nuestro ordenamiento regula los bienes del Estado a través 
de dos clasificaciones: (i) bienes estatales de dominio público y (ii) bienes estatales 
de dominio privado11. 
 
57. Nuestra Constitución Política reconoce de manera expresa los bienes estatales de 
dominio público, a los cuales se le atribuye el carácter de inalienables e 
imprescriptibles12. Asimismo, aun cuando la Constitución no lo señale, nuestro 
ordenamiento dispone que a dichos bienes le corresponde también el carácter de 
inembargables13. En efecto, los bienes de dominio público -por su naturaleza- se 
encuentran fuera del tráfico jurídico. 
 
58. El profesor Jiménez los define como "aquellos bienes indisponibles (…), cuya 
titularidad corresponde solamente al Estado, quien es representado para actos y 
decisiones administrativas concretas por las entidades públicas premunidas de 
competencias y atribuciones reguladas por ley expresa"14. 
 
59. Por su parte, nuestro ordenamiento jurídico define a los bienes de dominio público 




10 Artículo 3 de la Ley N° 29151, modificado por la Primera Disposición Complementaria Modificatoria del Decreto Legislativo 
N° 1439, publicado el 16 de septiembre de 2018. 
 
“Artículo 3.- Bienes estatales 
Para los efectos de esta Ley, los bienes estatales se circunscriben a los predios, tales como terrenos, áreas de playa, 
islas, y otros de dominio privado y de dominio público, que tienen como titular al Estado o a cualquier entidad pública que 
conforma el Sistema Nacional de Bienes Estatales, independientemente del nivel de gobierno al que pertenezcan, 
conforme se establezca en el Reglamento" 
 
11 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 0014-2015-PI/TC, de fecha 10 de septiembre de 2019. 
 
12 Artículo 73° de la Constitución Política del Perú: 
 
"Los bienes de dominio público son inalienables e imprescriptibles. Los bienes de uso público pueden ser concedidos a 
particulares conforme a ley, para su aprovechamiento económico". 
 
13 Artículo 3.3 del Reglamento de la Ley N° 29151, Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales, aprobado por el 
Decreto Supremo N° 008-2021-VIVIENDA. 
 
14 JIMÉNEZ, Roberto. "El régimen legal de los bienes estatales". En: Colección Lo Esencial del Derecho 48. Primera. Primera 
Edición. Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú. Año 2020. Pág. 54 
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a) El uso público como playas, plazas, parques, infraestructura vial, vías 
férreas, caminos y otros; cuya administración, conservación y mantenimiento 
corresponden a una entidad15. 
 
b) El soporte para la prestación de cualquier servicio público como los aportes 
reglamentarios, escuelas, hospitales, palacios, sedes gubernativas e 
institucionales, estadios, aportes reglamentarios, bienes reservados y 
afectados en uso a la defensa nacional, establecimientos penitenciarios, 
museos, cementerios, puertos, aeropuertos y otros destinados al 
cumplimiento de los fines de la responsabilidad estatal; o cuya concesión 
compete al Estado; y, 
 
c) Aquellos que por su naturaleza las leyes especiales les han asignado 
expresamente dicha condición. 16. 
 
60. Lo anterior ha sido confirmado por nuestro Tribunal Constitucional, quien con 
relación a esta categoría de bienes ha señalado lo siguiente en sendas sentencias: 
 
"(…) Los bienes poseídos por los entes públicos, a título público, son los 
comprendidos bajo en nomen de dominio público. Lo que hace que un bien 
del Estado tenga dicha condición es su afectación al servicio y usos públicos. 
(…)"17. 
 
61. Por esta razón, es necesario que las entidades competentes encargadas de 
administrar los bienes de dominio público mantengan fáctica y jurídicamente los 
caracteres mencionados líneas arriba. 
 
62. Con relación a los bienes de dominio público, resulta pertinente señalar que existen 
diversas teorías doctrinarias acerca de la naturaleza de dominio público. Dicha 
distinción resulta importante mencionar no porque "se trata(e) de un debate estéril 
o meras pretensiones dogmáticas, sino que detrás del mismo está en juego el 
afianzamiento de la seguridad jurídica, la eficacia de la actuación administrativa y la 
garantía de los derechos de los ciudadanos frente a la administración"18. 
 
Dichas teorías, se pueden resumir en las dos siguientes: 
 
a) Teoría de la propiedad 
 
Esta teoría fue aceptada por autores como Hauriou, quien consideraba que 
el carácter de inalienable, imprescriptible e inembargable no implica el 
desconocimiento de la "titularidad dominical". En efecto, para este autor, "los 
mecanismos de protección de carácter exorbitante no responden (…) a 
 
 
15 Numeral 2 del artículo 3.3 del Reglamento de la Ley N° 29151, Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales, 




17 Sentencias del Tribunal Constitucional recaídas en los Expedientes N° 015-2001-AI/TC, 016-2001-AI/TC, 004-2002-AI/TC 
y 00014-2015-AI/TC. 
 
18 MARTÍNEZ, Francisco. "Qué es el dominio público". En: Themis - Revista de Derecho. Número 40. Año 2000. Pág. 264 
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características intrínsecas del dominio público, sino que son resultado de su 
afectación a un destino público"19. 
 
Así, Harriou considera que la única diferencia entre los bienes estatales de 
dominio público y privado es la afectación de los bienes de dominio público 
por decisión del legislador, con el propósito de utilidad pública20.. 
 
b) Teoría funcional 
 
Dicha teoría niega que el Estado ejerza sobre los bienes de dominio público 
alguna clase de propiedad, en tanto que las facultades inherentes a la 
propiedad son incompatibles con los preceptos constitucionales de 
inalienabilidad, inembargabilidad e imprescriptibilidad21. 
 
De allí que, para autores como Villar Palasí, el dominio público "antes que 
un conjunto de bienes, lo que representa es un soporte jurídico de 
potestades, un título jurídico de intervención o una potestad pública (pero no 
titular de una propiedad)", que la Administración Pública deberá regular y 
ordenar su aprovechamiento, destinándola al interés general22. 
 
En otras palabras, para esta teoría el Estado no ejerce propiedad sobre los 
bienes de dominio público, sino una potestad pública por medio de cual tiene 
la obligación de administrar los bienes conforme al ordenamiento. 
 
63. Al respecto, resulta pertinente precisar que con la promulgación del Primer 
Reglamento se deja claro que el Estado con relación a los bienes estatales de 
dominio público ejerce su potestad administrativa, reglamentaria y de tutela 
conforme a ley23. 
 
64. Nuestra Constitución Política del Perú, aun cuando no define qué debemos entender 
como bienes de dominio público, regula en el artículo 73° que estos son inalienables 
e imprescriptibles. Adicionalmente, el Nuevo Reglamento precisa también que los 
bienes estatales de dominio público "tienen el carácter de inalienable, 





65. Veamos en qué consisten estas características: 
 








23 Numeral 2 del artículo 3.3 del Reglamento de la Ley N° 29151, Ley General del Sistema Nacional de Bienes Estatales, 





a) La inalienabilidad implica que los bienes de dominio público no pueden ser 
objeto de ningún acto de disposición (p.e. venta), por lo que son excluidos 
del tráfico jurídico privado25. 
 
En palabras de Roberto Jiménez, la inalienabilidad constituye "aquella 
restricción de derecho que inhibe a la Administración de ingresar al tráfico 
patrimonial los bienes de dominios público (y los bienes de uso público 
también)"26. 
 
Sin embargo, no debemos perder de vista que nuestro ordenamiento admite 
que los bienes de uso público puedan ser desvinculados de dicha "finalidad 
pública", siempre y cuando el bien ya no preste utilidad. 
 
b) El carácter de imprescriptibilidad implica que los bienes de dominio público 
son imprescriptibles no pueden ser adquiridos en propiedad vía prescripción 
adquisitiva a favor de terceros27. 
 
En similar sentido, nuestro Tribunal Constitucional comenta: 
 
“(…) En puridad, dicha norma –refiriéndose al artículo 73 de la 
Constitución Política del Perú- se limita a señalar que tienen la 
condición de “inalienables”, es decir, que no pueden ser enajenados, 
y que, además, son imprescriptibles, i.e., que no es posible derivar 




En efecto, resulta complejo que el Estado se encuentren en capacidad para 
cuidar y poseer todos los bienes que se encuentran sujeto al dominio público. 
Por ello, resulta elemental que nuestro ordenamiento precise a nivel 
constitucional la imprescriptibilidad de dichos bienes. 
 
c) Por último, no debemos perder de vista el carácter de inembargabilidad, que 
radica en el principio de auto tutela de la Administración29 y que ha sido 





25 Sobre este punto, resulta pertinente precisar que el carácter de inalienabilidad no conlleva una indisponibilidad absoluta, 
ya que nuestro ordenamiento admite formas de constitución de derechos "compatibles", como la concesión para que un 
inversionista preste un servicio público o realice una obra de infraestructura pública. 
 
26 JIMÉNEZ, Roberto. "Comentarios a la Constitución Política del Perú". Editorial Gaceta Jurídica. Tomo I. Primera Edición. 
Año 2005. Pág. 928. 
 
27 Cabanellas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Argentina: Vigésimo Primera Edición, 1989. Tomo 
IV. Pág. 352. 
 
28 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Expediente N° 0018-2001-AI/TC. 
 
29 Jiménez Murillo, Roberto. "Comentarios a la Constitución Política del Perú". Editorial Gaceta Jurídica. Tomo I. Primera 
Edición. Año 2005. Pág. 928. 
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66. Ahora bien, resulta pertinente mencionar que hasta el 15 de marzo de 2008, 
resultaba aplicable el Decreto Supremo N° 154-2001-EF, que aprobó el Reglamento 
General de Procedimientos Administrativos de los Bienes de Propiedad Estatal. 
 
67. El RBPE fue derogado con la entrada en vigencia del Decreto Supremo N° 007- 
2008-VIVIENDA, que aprobó el Reglamento de la Ley N° 29151, Ley General del 
Sistema Nacional de Bienes Estatales (en adelante, el "Primer Reglamento"); que a 
su vez fue derogado por el Decreto Supremo N° 008-2021-VIVIENDA, que aprobó 
el Nuevo Reglamento de la Ley N° 29151, Ley General del Sistema Nacional de 
Bienes Estatales (el "Nuevo Reglamento") 
 
En dicho cuerpo normativo, se define a los bienes de dominio público de la siguiente 
manera: 
 
"Aquellos bienes estatales, destinados al uso público como playas, 
plazas, parques, infraestructura vial, vías férreas, caminos y otros, cuya 
administración, conservación y mantenimiento corresponde a una 
entidad; aquellos que sirven de soporte para la prestación de cualquier 
servicio público como los aportes, reglamentarios, escuelas, hospitales, 
estadios, establecimientos penitenciarios, museos, cementerios, puertos, 
aeropuertos; los bienes reservados y afectados en uso a la defensa nacional; 
los palacios, las sedes gubernativas e institucionales y otros destinados al 
cumplimiento de los fines de responsabilidad estatal; o cuya concesión 
compete al Estado; y aquellos que por su naturaleza las leyes especiales les 
han asignado expresamente dicha condición.. Tienen el carácter de 
inalienables, imprescriptibles e inembargables. Sobre ellos, el Estado 
ejerce su potestad administrativa, reglamentaria y de tutela conforme a 
ley. 
 
Los bienes de dominio público comprenden a los predios de dominio público 
y a los inmuebles de dominio público. Los predios de dominio público se 
rigen por las normas del SNBE, y de acuerdo a sus particularidades, por sus 
respectivas regulaciones especiales. Los inmuebles de dominio público se 
rigen por las normas del Sistema Nacional de Abastacimiento (…)" 
(Énfasis agregado) 
 
68. Como se puede advertir, el Nuevo Reglamento define a los bienes estatales de 
dominio público como aquellos que (i) se encuentren destinados al uso público; (ii) 
destinados al servicio público; y (iii) aquellos que por su naturaleza las leyes 
especiales les han asignado expresamente dicha condición. 
 
69. Adicionalmente, sobre dichos bienes, el Estado ejerce administración, conservación 
y tutela. Así lo regula el artículo 86° del Nuevo Reglamento. Veamos: 
 
“Artículo 86.- Entidades responsables de los bienes de dominio público 
El saneamiento físico legal, la administración, la conservación, defensa 
y recuperación de los predios de dominio público competen a las 
entidades responsables del uso público del predio o la prestación del 




La supervisión del carácter inalienable e imprescriptible de los predios de 




70. Como se puede advertir, a través de dicho dispositivo se indica que sobre los bienes 
de dominio público el Estado no ejerce propiedad plena, sino que tiene un deber de 
administrarlos, conservarlos y tutelarlos conforme a ley. 
 
Regulación de los bienes estatales de dominio privado 
 
71. Habiendo definido los alcances de los bienes estatales de dominio público, resulta 
importante precisar la definición y características de los bienes estatales de dominio 
privado. 
 
72. Al respecto, el Nuevo Reglamento dispuso en el numeral 3 del artículo 3° del Título 
I que se entenderá como bienes de dominio privado a "aquellos bienes estatales 
que no están destinados al uso público ni afectados a algún servicio público, y 
respecto de los cuales el Estado o alguna entidad estatal ejercen, dentro de los 
límites que establece la legislación vigente, el derecho de propiedad con todos sus 
atributos". 
 
73. En efecto, los bienes estatales de dominio privado al gozar del auténtico régimen de 
propiedad privada estatal se encuentran dentro del tráfico jurídico comercial30, por 
lo que deberán ser ejercidos de manera tal que coadyuven a la consecución de su 
finalidad institucional31. 
 
74. Ahora bien, aun cuando los bienes estatales forman parte del tráfico jurídico, ello no 
significa que las entidades estatales deben ejercer su "derecho de propiedad" como 
lo haría un particular, debido a que la aplicación de las normas de la propiedad civil 
deberá considerar los siguientes tipos de regulaciones administrativas: (i) la Ley N° 
29151 y su Reglamento para el caso de los predios de dominio privado estatal; (ii) 
las normas de la Sistema Nacional de Abastecimiento para el caso de inmuebles de 
dominio privado estatal. Son justamente dichas regulaciones las que transforman el 
régimen de la propiedad civil en un régimen especial distinto. 
 
75. No debemos perder de vista que durante muchos años constitucionalmente no 
existía impedimento para que los bienes estatales de dominio privado puedan ser 
adquiridos a través de la prescripción adquisitiva de dominio. 
 
76. Sin embargo, con fecha 10 de noviembre de 2010, se aprobó la Ley N° 29618, la 
cual establece la presunción de que el Estado es poseedor de los inmuebles de su 





30 VÁSQUEZ, Walter. "Acerca del Dominio Público y el Dominio Privado del Estado. A propósito de sus definiciones en la 





77. Como su nombre lo señala, a través del artículo 2° de la citada norma, se declararon 
imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado estatal. Al respecto, 
recientemente nuestro Tribunal Constitucional emitió sentencia recaída en el 
Expediente N° 0014-2015-PI/TC, a través de la cual declaró infundada la demanda 
de inconstitucionalidad interpuesta por el Colegio de Notarios de San Martín contra 
los primeros dos artículos de la citada ley. Como sustento, el Tribunal Constitucional 
señaló lo siguiente: 
 
"(…) de la redacción del artículo 73° de la Constitución se interpreta que 
dicha disposición no otorga la condición de imprescriptibles a otros bienes 
que no sean los bienes estatales de dominio público, pero no establece que 
solo ellos puedan gozar de esta protección. Por lo tanto, solo está 
enfatizando que las inmunidades de los bienes estatales de dominio público 
no pueden ser modificadas por el legislador ordinario, mas no prohíbe que 
este pueda establecer la imprescriptibilidad de los bienes estatales de 
dominio privado. 
 
Es claro que la intención de la Constitución era proteger los bienes de 
dominio público y no prohibir que el Estado pueda reconocer la 
imprescriptibilidad de los bienes estatales de dominio privado (…). 
 
En suma, la referencia a las atribuciones establecidas expresamente en 
tal artículo acerca de los bienes estatales de dominio público no 
genera, por sí misma, un mandato constitucional de exclusión de 
reconocer la característica de imprescriptibilidad a los bienes estatales 
de dominio privado."32 
(Énfasis agregado) 
 
78. En razón a lo anterior, la doctrina coincide que los bienes que, a la fecha de entrada 
en vigencia de la Ley (25 de noviembre de 2010) pertenecían al dominio privado 
eran imprescriptibles; mientras que aquellos bienes que a dicha fecha ya habían 
sido adquiridos por prescripción no son objeto de la presente norma, en la medida 
que ya habían dejado de ser propiedad del Estado33. 
 
79. En conclusión, son bienes estatales de dominio privado del Estado aquellos cuyo 
uso no se encuentre destinado a un fin público o no estén afectados a un servicio 
público. A partir de la entrada en vigencia de la Ley N° 26918, los privados no 










32 Sentencia de fecha 10 de septiembre de 2019. del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 0014-2015-PI/TC. 
 
33 PASCO ARAUCO, Alan. "¿Cómo impacta la sentencia del TC sobre imprescriptibilidad de los bienes privados del Estado 




Sobre la regulación de la propiedad privada 
 
80. Como han señalado los profesores Jorge y Francisco Avendaño, el derecho de 
propiedad es el poder jurídico más amplio por medio del cual un bien "queda 
sometido de manera absoluta al señorío de una persona"34. 
 
81. Nuestro Código Civil (cuerpo normativo aplicable a la propiedad privada) regula a 
esta institución como el poder jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y 
reivindicar un bien. Estas facultades, que son inherentes al derecho de propiedad, 
implican lo siguiente: 
 
a) La facultad de usar implica que el propietario se sirva del bien. 
 
b) El "disfrutar" está relacionado a que el propietario es quien percibe los frutos 
del bien, es decir, se aprovecha económicamente el mismo35. 
 
c) La facultad de disponer implica prescindir o deshacerse del bien, ya sea 
física o jurídicamente. Los actos de disposición se pueden manifestar a 
través de la enajenación, la hipoteca, la destrucción o el abandono36. 
 
d) La reivindicación es un atributo de la propiedad, por medio de la cual un 
propietario que no está poseyendo el bien está facultado a recuperar el 
mismo. Para que opere la acción reivindicatoria se requieren de tres (3) 
requisitos: (i) que el demandante demuestre que es propietario del bien 
objeto de reclamo, (ii) que el bien sea determinado, y (iii) que el demandado 
no tenga derecho a poseer el bien37. 
 
82. En ese orden de ideas, cuando un bien se encuentre en dominio de una persona 
natural o persona jurídica privada, nos encontraremos ante bienes privados. Es 
decir, serán bienes de propiedad privada todos aquellos que no formen parte de la 
titularidad del Estado. 
 
83. Dicho ello, a continuación, analizaremos si el Inmueble era un bien estatal (ya sea 
de dominio público o privado), o si se trataba de un bien privado. 
 
Determinar si el Inmueble se encontraba bajo titularidad privada o estatal, a 
partir de un análisis de la información registral y extra registral obtenida a 
propósito de la investigación realizada 
 
84. El análisis de la naturaleza del Inmueble dependerá de la titularidad del mismo: si 





34 AVENDAÑO, Jorge y Francisco Avendaño. "Derechos Reales". En Colección Lo Esencial del Derecho I. Fondo Editorial 
Pontificia Universidad Católica del Perú. Lima, Perú. Año 2017. Pág. 57 
 
35    Ibídem. Pág. 59 
 
36    Ibídem. Pág. 59 
 
37    Ibídem. Pág. 62 
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En el presente caso, la infracción que se le imputa al Sr. Hidalgo es "por construir 
en área pública". De allí que, resulte necesario analizar si el suelo sobre el que el 
Sr. Hidalgo construyó era un bien estatal o un bien privado. 
 
Para resolver esta controversia, será necesario remitirnos a los títulos que sustentan 
el dominio de la propiedad. 
 
85. De acuerdo a la Constancia emitida por la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos, el Inmueble formaría parte de una extensión superficial de 2,108.00 m2 
inscrita a fojas 83 del Tomo 867 de los Registro de Propiedad Inmueble. Veamos: 
 
"Según el Informe N° 0131-83-00 de la Oficina de Catastro, referido a la 
Solicitud N° 8197 del 27 de abril de 1983, se informa lo siguiente: 
 
El terreno cuya extensión superficial es de 2,108.00 metros cuadrados con 
linderos y medidas perimétricas especificados en el Plano adjunto; está 
comprendido dentro de los terrenos urbanos de los Potreros Calunga y 
Munay del Fundo San Juan, hoy Urbanización San (ilegible), inscrita a fojas 
83 del Tomo 867 de los Registros de la Propiedad Inmueble, de 
propiedad de Inmobiliaria Capitales Reunidos S.A." (tomo antecedente 
de la Partida Electrónica N° 49004827 del Registro de Predios de Lima). 
 
86. A efectos de confirmar la información señalada en el literal anterior, realizamos un 
levantamiento topográfico del Inmueble y tramitamos ante la SUNARP un 
Certificado de Búsqueda Catastral, el mismo que fue emitido el 28 de abril de 2021, 
y que confirmó que "el predio en consulta se ubica comprendido donde se advierte 
el ámbito mayor inscrito en el Asiento 1 del Tomo 212, Fojas 277" ((tomo 
antecedente de la Partida Electrónica N° 49004827 del Registro de Predios de 
Lima). 
 
87. Teniendo en cuenta que el Expediente objeto de análisis no contempla documentos 
completos relativos a información registral o extra registral (referida a la titularidad 
del Inmueble), hemos realizado una investigación y hemos advertido que los Tomos 
mencionados en los literales anteriores son antecedentes de la Partida Electrónica 
N° 49004827 del Registro de Predios de Lima (la "Partida Matriz"). 
 
88. Con la finalidad de corroborar los antecedentes de la partida electrónica, hemos 
visualizado la Partida del Predio Matriz a través del servicio que ofrece la 
Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP). 
 
De un análisis de los antecedentes registrales, advertimos lo siguiente: 
 
a) En el año 1922, don Esteban y don Lorenzo Carrieze eran propietarios de 
un terreno constituido por partes de los terrenos denominados "Colunga" y 
"Munay" del Fundo San Juan, distrito de Santiago de Surco (en adelante, el 
"Predio Matriz"). 
 
b) Tras ello, la Compañía Agrícola San Roque S.A. adquirió el dominio del 
Predio Matriz en virtud de haber sido aportado por sus anteriores 
propietarios, los señores Esteban y Lorenzo Carrienze en pago de sus 
acciones en dicha sociedad. 
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Así consta del asiento 7 de fojas 280 del Tomo 212 del Registro de Propiedad 
Inmueble de Lima. 
 
c) Luego, la Compañía Agrícola San Roque S.A. realizó una serie de 
independizaciones, quedando el Predio Matriz con un área de extensión 
superficial de 516,666.05 m2. 
 
Así consta en el asiento 20 de fojas 137 del Tomo 471 del Registro de 
Propiedad Inmueble de Lima. 
 
d) En el año 1955, se inscribió la Resolución Ministerial N° 372, de fecha 04 de 
mayo de 1955, expedida por el Ministerio de Fomento y Obras Públicas, que 
aprobó los Estudios de Urbanización para implantar la Urbanización San 
Roque en dicho Predio Matriz. 
 
e) Posteriormente, mediante Escritura Pública de fecha 14 de septiembre de 
1955, otorgada ante Notario de Lima, Dr. Ricardo Ortiz de Zevallos, la 
Compañía Agrícola Comercial El Milagro S.A. adquirió el dominio del 50% 
de alícuotas del Predio Matriz, en virtud de haber comprado las alícuotas a 
la anterior propietaria Compañía Agrícola San Roque S.A., por un precio de 
cuatro millones doscientos (ilegible) mil doscientos cuarenta soles oro 
pagados. 
 
Así consta en el asiento 30 de fojas 86 del Tomo 867 del Registro de 
Propiedad Inmueble de Lima. 
 
f) Por medio de Escritura Pública de fecha 16 de septiembre de 1957, otorgada 
ante Notario de Lima, Dr. Ricardo Fernandini Arana, Inmobiliaria Capitales 
Reunidos S.A. adquirió el 50 % de alícuotas que le correspondían a la 
Compañía Agrícola San Roque S.A. 
 
Así consta en el asiento 46 de fojas 99 del Tomo 867 del Registro de 
Propiedad Inmueble de Lima. 
 
g) Tras ello, mediante la Resolución Ministerial N° 338 y su aclaratoria, la 
Compañía Agrícola San Roque S.A. y la Inmobiliaria Capitales Reunidos 
S.A. urbanizaron el Predio Matriz y constituyeron (junto a otros terrenos) la 
Urbanización San Roque. 
 
h) Posteriormente, mediante Escritura Pública de fecha 10 de agosto de 1972, 
otorgada ante Notario de Lima, Dr. Ricardo Fernandini Arana, se elevó la 
División y Partición celebrado entre la Compañía Agrícola San Roque S.A. y 
la Inmobiliaria Capitales Reunidos S.A. 
 
i) En razón a lo anterior, Inmobiliaria Capitales Reunidos S.A. adquirió el 
dominio de la Urbanización San Roque inscrito en la Partida Matriz, cuya 
área quedó reducida (tras la División y Partición) a una extensión superficial 
de 153,776.00 m2. 
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Así consta en el asiento 82 de fojas 212 del Tomo 1181 del Registro de 
Propiedad Inmueble de Lima. 
 
89. Como se puede advertir, de un análisis de la Partida Registral, en el año que el Sr. 
Hidalgo empezó a poseer el Inmueble, es decir, en el año 1967, el Inmueble se 
encontraba bajo la titularidad de la Compañía Agrícola San Roque S.A. y la 
Inmobiliaria Capitales Reunidos S.A.; razón por la que se trataría de un bien 
privado. 
 
De allí que, en la Constancia emitida por la Superintendencia Nacional de Registros 
Públicos (que obra en el Expediente materia de análisis), el Inmueble formaba 
parte del área inscrita a fojas 83 del Tomo 867 de los Registros de la Propiedad 
Inmueble, que se encontraba bajo el dominio de Inmobiliaria Capitales Reunidos 
S.A. 
 
90. Siendo ello así, a partir del análisis de la información que obra en el Expediente 
y de una revisión de la Partida Matriz- se puede concluir que se trataba de un 
inmueble privado. Por lo tanto, lo que correspondería es que el Estado expropie el 
Inmueble, para que éste pase a ser un bien estatal. 
 
91. Sin perjuicio de lo anterior, hemos obtenido el Plano N° 2332-COFOPRI-2000-GT 
correspondiente a la Cooperativa de Vivienda Los Jazmines de San Roque, de fecha 
2 de febrero de 2000, emitido por la Comisión de Formalización de la Propiedad 
Informal (COFOPRI), quien efectúa levantamiento del catastro predial del país 
derivado de la formalización38. 
 
92. Así, en el marco de la formalización de la Cooperativa de Vivienda los Jazmines de 
San Roque (ver polígono delineado con color verde), advertimos que el Inmueble 























38 Artículo 2° del Reglamento de Organización y Funciones - ROF del Organismo de Formalización de la Propiedad Informal 





93. De una "Búsqueda de predio por Nombre" a través de la SUNARP, advertimos que 
a dicho predio le correspondería la Partida Registral N° 49052172 del Registro de 
Predios (en adelante, "Partida Prolongación Paseo de la República") y que el 
Inmueble formaría parte de un terreno reducido cuya área total ocupada asciende a 
37,861.06 m2. 
 
94. Asimismo, se apreció también que se trataría de un bien privado, que inicialmente 
fue adquirido por Don Pedro Acuña y Napán (junto a su esposa), en virtud de haberlo 
comprado de su anterior propietaria, doña Ignacia Rodolfo, viuda de Canevaro, por 
el precio de 840 libras pagadas al contado. 
 
Así consta en la Escritura Pública, de fecha 21 de octubre de 1924, otorgada ante 
Notario Francisco Flores Chinarro. 
 
95. Tras ello, se llevaron a cabo una serie de transferencia que desencadenaron en que 
al día de hoy -a nivel registral- el Inmueble se encontraría bajo la titularidad de los 
siguientes copropietarios: Alfredo Concepción Acuña Agreda, Ana María Acuña 
agreda, Carlos Segundo Acuña Agreda, Crisologo Buleje Salcedo, Daysi Roxana 
Herrera Castillo, Dionicia Terrazas Sarmiento, Genaro Acuña Agreda, Inmuebles 
Ledre S.A., Isabel Herrera Blossier, Janet Christie Herrera Castillo, Jorge Luis 
Carrasco Acuña, José Luis Acuña Agreda, Juana Rosa Acuña Agreda, Julia Marina 
Acuña Agreda, Julio Rosendo Carrasco Acuña, Lesly Carolina Herrera Castillo, Luis 
Alberto Carrasco Acuña, María Esther Carrasco Acuña, Nestor Leoncio Acuña 
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Agreda, Norma Herrera Blossier, Ofelia Herrera Blossier, Pedro Alejandro Acuña 
Agreda, Pedro Javier Acuña Agreda, Pedro Pablo Carrasco. 
 
96. Ahora bien, es importante tener en consideración que el terreno de la Cooperativa 
de Vivienda Los Jazmines de San Roque (26,728.38 m2.) (que fue objeto de la 
habilitación urbana aprobada alegada por la MSS39 para sostener el Inmueble se 
trataría de una vía) formó parte de la Partida Prolongación Paseo de la República. 
Sin embargo, posteriormente, fue independizado en la Partida Electrónica N° 
11224099 del Registro de Predios, en favor de su propietario la Cooperativa de 
Vivienda Los Jazmines de San Roque. 
 
97. Como consecuencia de la independización referida en el numeral anterior, el 
inmueble quedó reducido a un área total de 37,861.06 m2., ubicado en la 
Prolongación de la Av. Paseo de la República, conforme se puede apreciar: 
 
En ese orden de ideas, queda claro además que el Inmueble no formaba parte del 
área correspondiente a la Cooperativa de Vivienda Los Jazmines de San Roque, 
sino al área remanente inscrito en la Partida Registral N° 4905217240 del Registro 
de Predios de Lima. 
 
Siendo esto así, queda demostrado que a partir de levantamiento topográfico 
realizado por COFOPRI, el Inmueble tendría naturaleza privada y no estatal. 
 
98. Habiendo determinado que la naturaleza del Inmueble es privada, resulta pertinente 
precisar si correspondía que la Asociación Pro Vivienda o el Sr. Hidalgo junto a su 
esposa haya adquirido el Inmueble por prescripción adquisitiva de dominio. 
 
Determinar si nos encontramos ante una prescripción adquisitiva de dominio 
 
 
39 Nos referimos a la Resolución N° 206-96-MLM-DMDU, que aprobó la Habilitación Urbana de la Cooperativa de Vivienda 
Jazmines de San Roque. 
 
40 Resulta pertinente señalar que el plano realizado por COFOPRI coincide con los linderos y medidas perimétricas 
plasmadas en la Partida Prolongación Paseo de la República. 
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99. Como hemos explicado anteriormente, el Sr. Hidalgo alegó que venía poseyendo el 
Inmueble desde 1967. Aun cuando no fue objeto de la defensa del Sr. Hidalgo ni fue 
analizado por el Poder Judicial, consideramos que corresponde determinar los 
posibles efectos de dicha posesión, así como la posibilidad de encontrarnos ante 
una prescripción adquisitiva de dominio. 
 
100. Al respecto, adelantamos conclusión en el sentido que no existen medios 
probatorios suficientes para determinar si correspondía la prescripción adquisitiva 
de dominio y, de ser el caso, quién sería el usucapiente. Sin perjuicio de ello, 
analizaremos los requisitos que serían necesarios para lograr la prescripción 
adquisitiva de dominio. 
 
Cuestión previa: ¿Qué norma resultaría aplicable al caso en concreto? 
 
101. A la fecha en la que la Asociación Pro Vivienda o el Sr. Hidalgo o la sociedad 
conyugal conformada entre el Sr. Hidalgo y su esposa (en adelante, "la Sociedad 
Conyugal") empezó a poseer el Inmueble, se encontraba vigente el Código Civil del 
año 1936. El artículo 871° de la citada norma regulaba lo siguiente: 
 
"Adquieren inmuebles por prescripción quienes los han poseído como 
propietarios de modo continuo durante diez años, con justo título y de buena 
fe, o durante treinta años sin estos dos últimos requisitos". 
 
102. Asimismo, nuestro ordenamiento establecía que "quien adquiere un inmueble por 
prescripción puede entablar un juicio para que se le declare dueño (…)"41. 
 
103. Teniendo en cuenta que -de los hechos y documentos que obran en el expediente- 
ni la Asociación Pro Vivienda ni el Sr. Hidalgo ni la Sociedad Conyugal contaban 
con justo título, nos encontraríamos ante una "prescripción larga". 
 
104. Ahora bien, como sabemos, en el año 1984, entró en vigencia el actual Código Civil, 
el mismo que señala que la propiedad de un inmueble puede ser adquirido por 
prescripción adquisitiva mediante la posesión continua, pacífica y pública como 
propietario durante 10 años. Asimismo, precisa que se adquiere a los cinco años 
cuando medien justo título y buena fe42. 
 
105. Bajo este panorama, cabe la pregunta con relación a qué norma debía ser aplicada 
en el presente caso. Consideramos que esta interrogante se responde a la luz de 
lo dispuesto en el artículo 2122° del Código Civil de 1984, que regula lo siguiente: 
 
"La prescripción iniciada antes de la vigencia de este Código se rige por las 
leyes anteriores. Empero, si desde que entra en vigencia, transcurre el 
 
 
41 Artículo 872° del Código Civil del año 1936. 
 
42 Artículo 950 del Código Civil del año 1984: 
 
"La propiedad inmueble se adquiere por prescripción mediante la posesión continua, pacífica y pública como propietario 
durante diez años. 
Se adquiere a los cinco años cuando median justo título y buena fe". 
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tiempo requerido en él para la prescripción, ésta surte su efecto, 
aunque por dichas leyes se necesitare un lapso mayor (…)" 
(Énfasis agregado) 
 
106. Como se puede advertir, la norma regula que en los casos de prescripciones 
iniciadas con fecha anterior a la vigencia del Código Civil de 1984 (como es el 
presente caso), deberá regirse por el Código Civil de 1936. Sin embargo, la norma 
contempla una excepción: si el poseedor debía probar su posesión por un plazo 
mayor al 14 de noviembre de 1994, entonces resultará aplicable el Código Civil 
vigente. 
 
107. En similar sentido, Alfredo Bullard comentó que con la citada norma "[la] necesidad 
de prueba se verá aliviada, bastándole probar diez años de posesión"43. 
 
108. Siendo ello así, consideramos que, de concurrir todos los requisitos establecidos 
por ley, el poseedor habría adquirido el Inmueble en el año 1994, conforme 
desarrollaremos en las siguientes líneas. 
 
Sobre la prescripción adquisitiva de dominio 
 
109. Se entiende a la prescripción adquisitiva de dominio como el "modo originario y 
gratuito de adquisición de propiedad"44. En efecto, por este fenómeno jurídico, no 
ocurre una transferencia de propiedad de un titular anterior, sino por el transcurso 
del tiempo45. 
 
110. Por su parte, Ramirez Cruz define la prescripción adquisitiva de dominio como "un 
modo originario (no derivado) de adquirir el dominio de bienes tanto muebles como 
inmuebles —si bien es en estos últimos donde mayormente se presenta a nivel 
judicial— por medio de la posesión, pero no es una posesión cualquiera sino 
cualificada, "a título de dueño", y además debe ser pacifica, continua, publica y 
según los plazos que señala la ley"46. 
 
111. El artículo 950° del Código Civil vigente (que regula la prescripción adquisitiva de 
dominio para bienes inmuebles), distingue entre dos tipos de prescripción 
adquisitiva: (i) la prescripción generada de mala fe (o larga), la cual requiere la 
posesión continua, pacifica, publica y como propietario por diez (10) años, y, (ii) la 
prescripción generada de buena fe (o corta), la cual operará a los 5 años. 
 
112. Adicionalmente, la doctrina y jurisprudencia definen a los requisitos antes señalados 




43 BULLARD, Alfredo. "La prescripción adquisitiva y la prueba de la propiedad inmueble". Editorial Jurídica Themis Número 
7. Año 1987. Pág. 76. 
 
44 AVENDAÑO, Jorge y Francisco Avendaño. "Derechos Reales". En Colección Lo Esencial del Derecho I. Fondo Editorial 




46 RAMIREZ, Eugenio Maria. “Ese dolor de cabeza llamado Usucapion. A proposito del pleno casatorio”. En: Segundo Pleno 
Casatorio Civil. Fondo Editorial del Poder Judicial. Lima. Peru. 2012. Pág. 70. 
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 Continua: Este requisito implica que la posesión se ejerce sin 
intermitencias. Según la Casación N° 2229-2008-Lambayeque (II Pleno 
Casatorio Civil), "la posesión continua se dará cuando esta se ejerza a 
través de actos posesorios realizados en la cosa durante todo el tiempo 
exigido por ley". 
 
En efecto, cuando se hace referencia a que la posesión debe ser continua, 
ello implica que se ejerza “sin intermitencias, es decir, sin solución de 
continuidad”47, y “a través de actos posesorios realizados en la cosa, sin 
contradictorio alguno, durante todo el tiempo exigido por ley”48. 
 
Según el artículo 953° del Código Civil, se entenderá que el plazo es 
interrumpido en caso de pérdida de la posesión, o cuando el poseedor sea 
privado de ella. 
 
 Pública: Que la posesión sea pública implica que los actos posesorios 
hayan sido exteriorizados. En otras palabras, el poseedor deberá probar 
que actuó tal y como lo haría el titular de un derecho. 
 
Al respecto, Berastain Quevedo señala lo siguiente: 
 
"El usucapiente es un contradictor del propietario o del poseedor anterior. 
Por eso, es necesario que la posesión sea ejercida de manera que pueda 
ser conocida por éstos, para que puedan oponerse a ella si es su 
voluntad"49. 
 
En razón a lo anterior, este requisito se encuentra relacionada a que la 
posesión sea notorio (que todos puedas advertirla), lo que implicará que no 
sea clandestina50. 
 
 Pacifica: Este requisito implica que el poseedor no haya entrado (o se haya 
mantenido en el bien) a través del uso de la fuerza, violencia o intimidación. 
En ese sentido, será que necesario que no obre en el expediente algún 
medio probatorio adjunto que demuestre lo contrario51. 
 
 
47 Fundamento 44 del Segundo Pleno Casatorio Civil emitido por la Corte Suprema a través de la Casación N° 2229-2008- 
Lambayeque de fecha 23 de octubre de 2008. 
 
Al respecto, Arias Schreiber afirma que “se entiende por posesión continua aquella que se presenta en el tiempo sin 
intermitencias ni lagunas. No se necesita, empero, que el poseedor haya estado en permanente contacto con el bien y 
basta que se haya comportado como lo hace un dueño cuidadoso y diligente, que realiza sobre el bien los diversos actos 
de goce de acuerdo a su particular naturaleza” (ARIAS SCHREIBER PEZET, Max. “Exégesis del Código Civil Peruano 




49 BERASTAIN, Martín. "Comentarios al artículo 951° del Código Civil". En: Comentarios al Código Civil por los 100 mejores 
especialistas. Lima: Gaceta Jurídica. Año 2006. Pág. 303. 
 
50 Fundamento 44 del Segundo Pleno Casatorio Civil emitido por la Corte Suprema a través de la Casación N° 2229-2008- 
Lambayeque de fecha 23 de octubre de 2008. 
 
51 BERASTAIN, Martín. "Comentarios al artículo 951° del Código Civil". En: Comentarios al Código Civil por los 100 mejores 
especialistas. Lima: Gaceta Jurídica. Año 2006. Pág. 310 
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 A título de propietario: El poseedor debe actuar con animus domini sobre 
el inmueble, lo que implica "comportarse como tal. El poseedor pleno y 
mediato pueden prescribir un bien. Sin embargo, el poseedor inmediato, y 
el servidor de la posesión, no lo pueden hacer"52. 
 
113. Al respecto, no debemos perder de vista que es necesario que concurran todos los 
requisitos para que opere la prescripción adquisitiva de dominio. Como hemos 
adelantado línea arriba, la prescripción se produce por el sólo paso del tiempo, por 
lo que la declaración judicial no será constitutiva. 
 
Tipos de bienes objeto de prescripción adquisitiva de dominio 
 
114. Como ya hemos adelantado, no todos los bienes son susceptibles de ser adquiridos 
a través de la prescripción adquisitiva de dominio. Nuestra Constitución Política 
señala de manera clara y expresa que los bienes de dominio público son 
imprescriptibles. 
 
115. Durante muchos años, se cuestionó si dicho precepto incluía también a los bienes 
estatales de dominio privado. Lo anterior fue "resuelto" con la Ley N° 29618, Ley 
que establece la presunción de que el Estado es poseedor de los inmuebles de su 
propiedad y declara imprescriptibles los bienes inmuebles de dominio privado 
estatal. 
 
116. Sin embargo, dicha Ley fue cuestionada a través de una demanda de 
inconstitucionalidad. A propósito de ello, resulta pertinente precisar que 
recientemente se publicó la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 
Expediente N° 0014-2015-PI/TC, a través de la cual el referido órgano colegiado 
confirmó la constitucionalidad de dichos artículos. 
 
117. Dentro de los fundamentos expuestos por el Tribunal Constitucional, sobre los 
bienes estatales de dominio privado precisó lo siguiente: 
 
"esta clase de bienes (bienes de dominio privado) también están destinados 
a conseguir el bienestar general al igual que los bienes de dominio público, 
puesto que al pertenecer al Estado deben servir para dicha finalidad 
conforme al artículo 44 de la Constitucional, pero son útiles para la 
comunidad de forma indirecta"53. 
 
118. En consecuencia, queda claro que los bienes estatales de dominio privado tienen 
como propósito final servir al interés general y a la sociedad. 
 
119. Ahora bien, aun cuando en el caso de los bienes estatales de dominio privado el 
Estado ejerce su propiedad "como cualquier persona de derecho privado", ello no 
implica que se regule exclusivamente por el derecho civil, ya que dichos bienes se 





53 Fundamento 9 de Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 0014-2015-PI/TC. 
 
54 Fundamento 11 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 0014-2015-PI/TC. 
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personalidad jurídica de derecho público, por lo que es éste el que regula los actos 
de sus órganos administrativos55. 
 
120. En ese orden de ideas, nuestro Tribunal Constitucional confirmó la 
constitucionalidad de los artículos de la referida ley. 
 
121. Ahora bien, con relación a los bienes privados, como ya hemos señalado línea 
arriba, éstos sí pueden ser adquiridos por prescripción adquisitiva de dominio. 
 
Verificación de los cumplimientos de los requisitos de la prescripción en el caso en 
concreto y al momento de la concurrencia de los hechos 
 
122. Conforme hemos advertido en el numeral anterior, somos de la posición que la 
naturaleza del inmueble es privada. Siendo ello así, resultará aplicable las normas 
del Código Civil. 
 
123. De acuerdo con nuestro ordenamiento, la propiedad inmueble puede ser adquirido 
por prescripción mediante la posesión continua, pacífica y pública como propietario 
durante diez años. 
 
124. Siendo esto así, corresponde analizar si -de la información que obra en el 
Expediente- es posible concluir que la Asociación, el Sr. Hidalgo o la Sociedad 
Conyugal han adquirido el Inmueble por prescripción adquisitiva de dominio. 
 
a) Sobre la posibilidad que el Sr. Hidalgo adquiera por prescripción el Inmueble: 
 
 Con relación a que la posesión haya sido pública, no cabe duda que 
durante todos los años que viene ejerciendo posesión el Sr. Hidalgo, 
lo ha hecho de manera pública. De acuerdo a la información que obra 
en el expediente, desde el año 1967, el Sr. Valentín Hidalgo 
construyó una vivienda familiar, la cual viene siendo ocupada hasta 
la fecha. 
 
De una visita in situ al Inmueble, hemos advertido que el Sr. Hidalgo 
posee el Inmueble de manera pública, sin que exista ningún 
elementos que nos lleve a señalar que viene ejerciendo la posesión 
de manera oculta. De allí que, consideramos que se cumpliría el 
requisito de ejercer la posesión de manera pública. 
 
 Asimismo, según obra en el Expediente, no existiría ningún indicio o 
elemento que nos permita advertir que la posesión ha sido adquirida 
o haya sido ejercida de manera violenta o por la fuerza. En razón a 
lo anterior, y de acuerdo con la información con la que contamos, la 
posesión habría sido ejercida de manera pacífica. 
 
 Adicionalmente a lo anterior, de acuerdo a los hechos narrados por 
el Sr. Hidalgo, la posesión ha sido ejercida de manera continua, por 
lo que también daríamos por cumplido este requisito. 
 
55 GORDILLO, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo y obras selectas. Teoría General del Derecho Administrativo. 
Tomo 8. Buenos Aires: Fundación de Derecho Administrativo. Año 2013. Pág. 18. 
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 Ahora bien, aun cuando se hubiesen cumplidos los 3 requisitos 
señalados en los párrafos precedentes, consideramos que no se ha 
cumplido con el último requisito establecido por nuestro Código Civil: 
que la posesión la ejerza a título de propietario. 
 
Con arreglo a los hechos narrados en el escrito de demanda, el Sr. 
Hidalgo venía poseyendo el Inmueble desde 1967. Ahora bien, el 
señor Hidalgo reconocía como titular de ese Inmueble a la Asociación 
Pro Vivienda, de la cual él era socio activo. Así se señala en el 
fundamento 2 de la Demanda: 
 
"Desde hace más de 30 años ejerzo posesión pública, tranquila, 
directa y pacífica de un lote de terreno de 162.00 m2. ubicado en la 
Manzana A Lote N° 1, El Engranaje, San Roque, Surco, que forma 
parte de uno de mayor extensión de propiedad de la Asociación 
Pro Vivienda, de la que soy integrante (…)". 
 
De allí que, parece claro que el Sr. Hidalgo reconocía que ejercía su 
posesión en virtud a que consideraba la Asociación Pro Vivienda era 
propietaria de ésta, por lo que no contaría con el cuarto requisito 
exigido "que posea a título de propietario", toda vez que el Sr. Hidalgo 
ha reiterado en diversos escritos que reconocía que la titularidad la 
detentaba la Asociación Pro Vivienda. 
 
En ese orden de ideas, consideramos que el Sr. Hidalgo no cumpliría todos 
los requisitos necesarios para adquirir el Inmueble a través de la prescripción 
adquisitiva de dominio. 
 
b) Sobre la posibilidad que la Sociedad Conyugal adquiera por prescripción el 
Inmueble: 
 
 En cuanto a los primeros tres (3) requisitos, nos remitimos a los 
argumentos detallados en el literal (a) anterior. En otras palabras, 
consideramos que existen indicios para considerar que la posesión 
realizada por la Sociedad Conyugal ha sido de manera pacífica, 
continua y pública. 
 
 Ahora bien, tal como advertimos en el literal (a) anterior, de acuerdo 
a la información contenida en el Expediente, el Sr. Hidalgo reconocía 
a la Asociación Pro Vivienda como la titular del Inmueble. 
 
Por lo tanto, sería el caso que no se cumpliría con dicho requisito. 
 
c) Sobre la posibilidad que la Asociación Pro Vivienda adquiera por prescripción 
el Inmueble: 
 
Con relación al eventual ejercicio de posesión realizada por la Asociación 
Pro Vivienda, debemos señalar que únicamente hemos tenido a la vista la 
Declaración Jurada de Impuesto Predial PU, donde figura la Asociación Pro 
Vivienda como titular del predio. 
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Si bien dicha Declaración constituye un elemento probatorio en el marco de 
una prescripción adquisitiva de dominio, tal como ha señalado nuestra Corte 
Suprema en reiteradas casaciones, la Declaración Jurada de Impuesto 
Predial no constituye un elemento suficiente para considerar que el poseedor 
se ha comportado como propietario. Así, en la Casación N° 1683-2016 LIMA, 
la Corte Suprema señaló lo siguiente: 
 
"El análisis respecto al cumplimiento del requisito de 'posesión en 
concepto de dueño' no puede restringirse únicamente en cumplimiento 
del pago de impuesto predial y arbitrios correspondientes al bien en 
disputa, sino que debe extenderse necesariamente al examen de los 
distintos actos posesorios realizados por el poseedor, a efectos de 
determinar si éstos evidencian comportamientos que correspondan a un 
propietario y que hayan provocado esa apariencia en los demás. Es bajo 
esta perspectiva que debe analizarse en cada caso el cumplimiento del 
requisito de poseer 'como propietario', previsto en el artículo 950° del Código 
Civil". 
 
En ese orden de ideas, consideramos que si bien la Declaración Jurada de 
Impuesto Predial PU es un elemento importante para el análisis, no es 
suficiente, por lo que no es posible determinar si la Asociación habría 
cumplido con todos los requisitos para que se configure la prescripción 
adquisitiva de dominio. 
 
6.2. Problema Jurídico N° 2: Determinar si existía una vía pública o una afectación 
vial para el tercer tramo de la Av. Paseo de la República 
 
Determinar si sobre el Inmueble existía o no una vía pública 
 
125. De acuerdo con el Resolución Directoral N° 1670-2002-DFC-MSS aprobada por la 
MSS, la sanción impuesta al Sr. Hidalgo se basaría en el Informe N° 1033-2021- 
SDOPRIV-DDU, de fecha 23 de agosto de 2001, según el cual se concluiría que: 
 
"Se han realizado las consultas en la Base de Catastro, a efectos de conocer 
los linderos de la Urbanización Jazmines de San Roque verificándose la 
existencia de la Resolución N° 206-96-MLM-DMDU y Plano 150-96-MLM- 
DMDU, el mismo que aprueba y autoriza las obras de Habilitación Urbana 
referente al trazado y lotización (Plano 1). 
 
De una evaluación del plano aprobado se aprecia que las calles 1 y 3 
rematan en una isla de volteo, sin embargo dicha vía no ha podido ser 
completada (…) por cuanto sobre éstas (…) se ha asentado el grupo humano 
que se autodenomina El Engranaje, quienes han realizado edificaciones (…) 





126. A efectos de analizar dicha posición, solicitamos a través de Acceso a la Información 
Pública tanto la Resolución N° 206-96-MLM-DMDU como el Plano N° 150-96-MLM- 
DMDU, mediante el cual advertimos que se aprobó el Proyecto de Habilitación 
Urbana para Uso de Vivienda presentado por la Cooperativa de Vivienda "Los 




127. Como se puede apreciar del plano adjunto (que consta en la Resolución citada por 
la Municipalidad) y el plano presentado por la Municipalidad, el Lote 01 
(correspondiente al Inmueble) no se encontraría dentro de una vía local, en tanto 
no formó parte del área bruta de la habilitación urbana realizada por la 
Cooperativa Jazmines de San Roque (ver círculo rojo, que representa la 
ubicación del Inmueble). 
 
En otras palabras, el Inmueble nunca formó parte del área objeto de habilitación 
urbana, por lo que el Inmueble no forma parte del terreno que estaba destinado a 
las vías locales, las mismas que fueron cedidas a favor de la Municipalidad Distrital 
en el marco de los procedimientos de habilitación urbana. 
 
128. Sin embargo, sería el caso que el Inmueble sí constituía una "afectación vial", en 
tanto que se encontraba afecto por el derecho de vía constituido por la Municipalidad 
Metropolitana de Lima, para construir el tercer tramo de la Av. Paseo de la 
República. De allí que resulte necesario conocer si una reserva de vía convertiría al 




Determinar los alcances del derecho de propiedad en el marco de la 
Constitución Política del Perú 
 
129. El derecho de propiedad se encuentra expresamente establecido en el artículo 70° 
de la Constitución Política que señala: 
 
“El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce en 
armonía con el bien común y dentro de los límites de la ley. A nadie puede 
privarse de su propiedad sino, exclusivamente, por causa de seguridad 
nacional o necesidad pública, declarada por ley, y previo pago (...)”. 
 
130. Queda claro, entonces, que nuestro ordenamiento le otorga una protección 
constitucional al derecho de propiedad. En efecto, el derecho de propiedad es un 
derecho fundamental, por lo que los derechos patrimoniales pueden verse afectado 
o recortados cuando existan valores superiores56. 
 
131. En ese sentido, como ha señalado el profesor Avendaño en reiteradas 
oportunidades, el derecho de propiedad no debe ser entendido como en derecho 
totalmente absoluto, sino que se acepta que "no existe propiedad absoluta y que, 
en todo caso, este derecho encuentra sus limitaciones justamente allí donde 
comienza el interés de la sociedad (bien común)"57. 
 
132. En atención a lo anterior, hoy en día existen diversas limitaciones a la propiedad 
establecidas en virtud del interés público (es decir, en pro de sujetos 
 
 
56 MEJORADA, Martín. Ejecución Forzada en el proceso civil y el fin de la Preferencia Hipotecaria. En: Advocatus. Número 
10. Lima, Perú. Año 2004 
 




indeterminados)58. De allí que se hable de un "derecho reglamentado", cuyas 
limitaciones deberán estar orientadas fundamentadas en "la necesidad de realizar 
funciones sociales de orden económico y cultural, de bienestar general en suma"59. 
 
133. Como señala la doctrina internacional, las constantes limitaciones de la 
Administración Pública han ido "desplazando" el núcleo central de la propiedad 
(entendida como un derecho aislado) hacia una institución jurídica vinculada 
socialmente60. 
 
134. Nuestra Constitución Política regula el derecho de propiedad de la siguiente manera: 
"El derecho de propiedad es inviolable. El Estado lo garantiza. Se ejerce en armonía 
del bien común y dentro de los límites de la ley (…)"61. 
 
135. Por su parte, el artículo 923° del Código Civil señala que "la propiedad es el poder 
jurídico que permite usar, disfrutar, disponer y reivindicar un bien. Debe ejercerse 
con el interés social y dentro de los límites de la ley". 
 
136. Si bien existe un conflicto normativo, queda claro que por jerarquía normativa 
prevalece la Constitución Política, "sobre toda norma legal; la ley, sobre las normas 
de inferior jerarquía, y así sucesivamente"62. Por tanto, allí donde el Código Civil dice 
que se deje ejercer la propiedad con el interés social, debe decir con el bien común. 
 
Dicho ello, se define al bien común como la suma de intereses individuales63; en 
otras palabras, se trata de un bien general, un bien para todos64. 
 
137. Asimismo, conforme lo señala el artículo 925° del Código Civil, el propietario debe 
actuar dentro de los límites de la ley, lo que se conoce como las limitaciones legales 
a la propiedad, las cuales no pueden ser suprimidas por acuerdo entre partes: 
 
"Las restricciones legales de la propiedad establecidas por causa de 
necesidad y utilidad públicas o de interés social no pueden modificarse ni 
suprimirse por acto jurídico". 
 
138. En similar sentido, el profesor Ortiz señala que "aunque (…) [se] puede transmitir la 
idea (errada) de que el derecho de propiedad es absoluto; después de una lectura 
integral, se comprende que solo se podrá ejercer dicho derecho mientras éste no 
atente contra el bien común y sea legal"65. 
 
58   Ídem. 
 
59   Ídem. 
 
60 Citando a Bassols Coma. Ídem. 
 
61    Artículo 70° de la Constitución Política del Perú. 
 
62    Artículo 51° de la Constitución Política del Perú. 
 
63 MEJORADA, Martín. "La propiedad y Bien Común". En: Foro Jurídico. Número 3. Lima, Perú. Año 2004. Pág. 128-131. 
 
64 AVENDAÑO, Jorge. "La propiedad en el Código Civil". En: Estudio sobre la propiedad. Fondo Editorial de la Pontificia 
Universidad Católica del Perú. Lima, Perú. 
 
65 ORTIZ, Jorge. Limitaciones a la propiedad predial: las fajas marginales y las superficies limitadoras de obstáculos. En 
Propiedad: Enfoque urbanístico y registral. Editorial Jurídica Themis. Lima, Perú. Pág. 200-202. 
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139. De lo señalado en líneas anteriores, podemos concluir que si bien el derecho de 
propiedad es el poder más amplio, éste se encuentra sujeto al bien común y a las 
normas legales previstas. 
 
140. Ahora bien, con relación a las limitaciones legales, nuestro Tribunal Constitucional 
ha enfatizado en más de una oportunidad lo siguiente: 
 
"(…) este Tribunal destaca que el derecho de propiedad se caracteriza, entre 
otras cosas, por ser a) un derecho pleno, en el sentido que le confiere a su 
titular un conjunto amplio de atribuciones que puede ejercer autónomamente 
dentro de los límites impuestos por el ordenamiento y los derechos ajenos; y 
b) un derecho irrevocable, en el sentido de reconocer que su extinción o 
transmisión depende de la propia voluntad del titular y no de la realización 
de una cusa extraña o del solo querer de un tercero, salvo las excepciones 
que prevé expresamente la Constitución Política. 
 
Entonces, cabe enfatizar que las restricciones admisibles para el goce y 
ejercicio del derecho de propiedad deben: a) estar establecidas por ley; b) 
ser necesarias; c) ser proporcionales y d) hacerse con el fin de lograr un 
objetivo legítimo en una sociedad democrática. En conclusión, el derecho de 
propiedad solamente puede ser materia de restricciones por las causas y 
finalidades señaladas en la propia Constitución"66. 
 
141. Por lo anterior, queda claro que aun cuando el derecho de propiedad es el derecho 
más amplio que puede ejercer una persona sobre un bien, su ejercicio de encuentra 
limitado, de allí que el Estado pueda establecer limitaciones legales a la propiedad. 
 
Dicho ello, en el siguiente acápite analizaremos la afectación vial, considerando que 
la MSS ha alegado también que sobre el Inmueble se llevaría a cabo la prolongación 
de la Vía Expresa Paseo de la República. 
 
Determinar los alcances de la limitación legal por "afectación vial" 
 
142. A modo de preámbulo, es importante señalar que las normas referidas al derecho 
de vía se encuentran dispersas, por lo que será la intención de este informe analizar 
aquellas que resulten de relevancia para la vías expresas. 
 
La Resolución Directoral N° 02-2018-MTC/14 referido al "Glosario de Términos de 
Uso frecuente en proyectos de infraestructura víal" define como vía al "camino, 
arteria o calle, que comprende la plataforma y sus obras". 
 
a. Por su parte, González Ríos define a las vías urbanas como "bienes de dominio  
público afectos de forma principal a un uso público local, concretamente al tránsito 
personal y al tráfico automovilístico, total o mayoritariamente, urbano, sirviendo 
además de apoyo a las edificaciones colindantes"67. 
 
66 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 20 de marzo de 2009, recaída en el expediente N° 05614-2007-PA/TC; 
Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 20 de abril de 2011, recaída en el Expediente N° 03258-2010-PA/TC. 
 
67 GONZÁLEZ, Isabel. "El sistema viario urbano". Editorial Comares. Granada, España. Año 2012. Pág. 36. 
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143. Ahora bien, la primera norma de carácter nacional que constituyó la base legal para 
el establecimiento del "derecho de vía" es el Decreto Ley N° 20081, de fecha 18 de 
julio de 1973, a través del cual se limita la propiedad. El artículo 1° del referido 
Decreto Ley regula lo siguiente: 
 
"Los propietarios de inmuebles afectados por el trazo de una obra pública 
vial, no podrán transferirse el dominio, convenir gravámenes, efectuar 
construcciones o plantaciones de especies arbóreas, que incluyan o 
interesen a la parte de sus predios definida como necesaria para ubicar la 
faja de dominio o derecho de vía, una vez que sean notificados notarialmente 
por la entidad ejecutora (…)". 
 
144. El Decreto Ley N° 20081 regula también que dichas limitaciones quedarán sin 
efectos transcurridos dos años a partir de la notificación respectiva, y que será el 
Ministerio de Transportes y Comunicaciones la entidad que establezca el derecho 
de vía de acuerdo a la categoría y clasificación de las carreteras. 
 
145. Posteriormente, con fecha 23 de diciembre de 2000, se aprobó la Ordenanza N° 
296, la misma que regula el régimen de constitución y administración de bienes de 
uso público en la provincia de Lima. 
 
146. En dicha norma se define a la "afectación vial metropolitana" como "la 
determinación del derecho de vía aprobado en el Plan de Desarrollo 
Metropolitano, los Planes Urbanos o Estudios Urbanos a favor de la Municipalidad 
Metropolitana de Lima"68. De allí que se pueda entender a la afectación vial como el 
derecho de vía a nivel municipal. 
 
147. En esa línea, se atribuye a la Municipalidad Metropolitana de Lima la competencia 
de regular y establecer las "afectaciones y reservas", la programación y 
preservación de las áreas destinadas a equipamiento urbano e infraestructura vial, 
en concordancia con lo establecidos en el Plan de Desarrollo Metropolitano69. 
 
148. Para ello, se dispone que la MML es competente para ejercer el control urbano (junto 
con las Municipalidades Distritales) sobre el conjunto de áreas afectadas al uso 
público "a fin de garantizar su libre disposición y la factibilidad de ejecución"70. 
 
149. Ahora bien, con relación a las afectación, a partir de la entrada en vigencia de la 
Ordenanza N° 296 se dispone que las afectaciones pueden establecerse: (i) por ley, 
(ii) por ordenanza, que apruebe los Planes Urbanos, el Plano de Zonificación o 
Estudios Urbanos Especiales; o (iii) actos administrativos, en cuyo caso deberá 
individualizarse la afectación71. 
 
150. Sobre la duración de las afectaciones, la norma precisa lo siguiente: 
 
68 Literal b del artículo 2° de la Ordenanza N° 296-MML 
 
69 Artículo 10° de la Ordenanza N° 296-MML. 
 
70 Literal b del artículo 10° de la Ordenanza N° 296-MML. 
 
71 Artículo 15° de la Ordenanza N° 296 
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"Duración de las Afectaciones.- Toda afectación sobre áreas de propiedad 
privada tendrá una duración de diez (10) años contados a partir de la vigencia 
de la norma que aprobó la afectación, pudiendo ser renovada por una sola 
vez. 
 
En el caso de proyectos viales, intercambios viales y vías públicas, las 
afectaciones de propiedades privadas podrán tener una duración de 15 
años, pudiendo ser éstas renovadas a condición que se aprueben en 
los respectivos planes urbanos. Las afectaciones con fines de protección 
ambiental u otras obras públicas de interés metropolitano tendrán una 
duración igual a las de las vías públicas. 
 
Las demás afectaciones impuestas con motivo de protección y control 
ambiental tendrán el término que se indique en el acto de su imposición. 
 
En los actos administrativos por medio de los cuales se impongan 
afectaciones se deberá cumplir con señalar el término de su duración, bajo 
sanción de invalidez". 
 
151. Como se puede advertir, la MML prevé que las afectaciones de propiedad podrán 
tener una duración máxima de 15 años. Durante dicho período, las entidades y 
organismos públicos deberán procurar la adquisición de los inmuebles privados 
afectados72. 
 
152. En conclusión, advertimos que el derecho de vía forma parte de una de las 
limitaciones legales a la propiedad privada. De allí que se disponga que el derecho 
de vía, por necesidad pública, limita el uso de los inmuebles afectados a la ejecución 
de la respetiva obra de infraestructura vial73. 
 
153. Pese a lo anterior, consideramos que dicha limitación legal (y cualquier otra) no 
puede vulnerar el derecho de propiedad. De allí que, aun cuando pudiese existir una 
afectación, ello no implicará un desconocimiento de la propiedad privada. 
 
154. En ese mismo sentido, el artículo 48° de la Norma GH.020 (Componentes de Diseño 
Urbano) del Título II referido a Habilitaciones Urbanas del Reglamento Nacional de 
Edificaciones, modificado por el Decreto Supremo N° 006-2011-VIVIENDA, dispone 
lo siguiente con relación a las habilitaciones urbanas: 
 
"En el caso que dentro del área por habilitar, el Plan de Desarrollo Urbano 
haya previsto obras de carácter regional o provincial, tales como vías 
expresas, arteriales, intercambios viales o equipamientos urbanos, los 
propietarios de los terrenos están obligados a reservar las áreas necesarias 
para dichos fines. Dichas áreas podrán ser utilizadas por los propietarios (…) 




72    Artículo 23° de la Ordenanza N° 296 
 
73    Artículo 26° de la Ordenanza N° 296 
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En similar sentido, el artículo 49° dispone sobre este tipo de vías que "la entidad 
ejecutora de las obras viales o de equipamiento urbano deberá abonar el justiprecio 
del valor del terreno reservado, según lo determinado por el Consejo Nacional de 
Tasaciones, previamente a su ejecución". 
 
Queda claro, entonces, que aun cuando existan afectaciones viales sobre 
determinados predios para construir vías expresas estas se mantienen bajo dominio 
privado y deberán ser posteriormente adquiridas por la entidad correspondiente. 
 
155. En este sentido, nuestro Tribunal Constitucional tuvo oportunidad de analizar un 
caso similar al que es objeto del presente expediente. En este caso, la Cooperativa 
de Vivienda San Juanita Ltda. interpuso demanda de amparo contra la 
Municipalidad Distrital de San Juan de Miraflores por no haber recibido la solicitud 
de constatación de fábrica. Por su parte, la Municipalidad emplazada señaló que no 
había vulnerado su derecho de propiedad, en razón a que "el terreno ocupado por 
los socios de la cooperativa [era] área reservada y dispuesta por la Municipalidad 
Provincial de Lima para la prolongación de la vía expresa Paseo de la 
República, y que ha[bía] solicitado en reiteradas oportunidades la reserva y 
suspensión de cualquier trámite relacionado con dichos terrenos". 
 
Como resultado del proceso, el Tribunal Constitucional declaró fundada la demanda 
de amparo señalando lo siguiente: 
 
"(…) está plenamente acreditado que la Cooperativa es propietaria de las 
áreas que ocupan sus asociados a la altura de los Kilómetros 12 y 13 de la 
carretera Panamericana Sur, por lo que de comprometerse parte de dicha 
área para la ejecución del referido proyecto, deberá seguirse previamente el 
procedimiento previsto en la ley para la expropiación respectiva (…)"74 
 
156. Como se puede apreciar, el Tribunal Constitucional precisó que hasta que no se 
expropie dichos terrenos, éstos se mantenían bajo la titularidad de la Corporativa. 
En razón a lo expuesto, queda claro que el supuesto que se afecte un inmueble por 
un derecho de vía o como un "área de reserva de vía", no convierte dicha área en 
un bien del Estado. 
 
157. Ahora bien, ¿a través de qué maneras se constituyen las vías y se convierten 
en bienes estatales de dominio público? Consideramos que nuestro 
ordenamiento prevé dos alternativas: (i) a través de la habilitación urbana o (ii) a 
través de la expropiación. 
 
158. En efecto, de acuerdo al artículo 3° del T.U.O de la Ley N° 29090, Ley de Regulación 
de Habilitaciones Urbanas y de Edificaciones, aprobado mediante Decreto Supremo 
N° 006-2017-VIVIENDA, por medio de la habilitación urbana un terreno rústico o 
eriazo se convierte en urbano, a través de la ejecución de obras de accesibilidad, 






74 Fundamento 3 de la sentencia recaída en el Expediente N° 00151-1999-AA del Tribunal Constitucional. 
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En virtud al proceso de habilitación, y en concordancia con el Reglamento Nacional 
de Edificaciones, el propietario de un terreno rústico deberá ceder a título gratuito 
las vías locales. 
 
159. Ahora bien, tanto para el caso de afectaciones para construir vías expresas, 
arteriales o intercambios viales, o en caso el propietario no tenga interés en habilitar 
su inmueble y, por tanto, mantenga su predio como rústico, consideramos que 
resultará aplicable el procedimiento de expropiación, conforme al artículo 70° de la 
Constitución Política y el T.U.O del Decreto Legislativo N° 1192, que aprobó la Ley 
Marco de Adquisición y Expropiación de inmuebles, transferencia de inmuebles de 
propiedad del Estado, liberación de Interferencias y dicta otras medidas para la 
ejecución de obras de infraestructura, aprobado por el artículo 1° del Decreto 
Supremo N° 015-2020-VIVIENDA. 
 
Determinar las competencias de las Municipalidades Provinciales con relación 
a las vías expresas 
 
160. Nuestra Constitución Política reconoce que las Municipalidades son competentes 
para planificar el desarrollo urbano y rural de sus circunscripciones, así como 
ejecutar los planes correspondientes. Así, dispone que son los gobiernos locales 
competentes para planificar el desarrollo urbano y rural de sus circunscripciones, 
incluyendo la zonificación, urbanismo y el acondicionamiento territorial75. 
 
161. A la fecha cuando la MML estableció el derecho de vía sobre el Inmueble resultaba 
aplicable la Ley N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades, hoy derogada. 
 
En esa línea, de acuerdo al artículo 11° de la Ley Orgánica de Municipalidades 
Derogada, las Municipalidades Provinciales eran (y siguen siendo) competentes 
para regular o pronunciarse sobre el urbanismo. 
 
162. A nivel metropolitano, los Gobiernos Locales (ya sea provinciales o distritales) podía 
clasificar y definir las rutas urbanas que correspondan a su circunscripción, con el 
propósito de cumplir con su obligación de planificar el desarrollo urbano76, de 
acuerdo a los planos urbanos respectivos77. 
 
163. De allí que, el artículo 72° de la LOM Derogada regula que "corresponde a las 
Municipalidades la determinación de las limitaciones y modalidades de la 
propiedad privada en armonía con el interés social, en sus respectivas 
jurisdicciones y dentro del ámbito de su competencia (…)" 
 
164. Posteriormente, mediante Ley N° 27972 se aprobó una nueva Ley Orgánica de 
Municipalidades (LOM), la misma que ha sido objeto de modificaciones y que en su 
artículo 73° regula que las Municipalidades son competentes en la organización del 
espacio físico y del uso del suelo, incluyendo la vialidad78. 
 
75 Numeral 6 del artículo 195° de la Constitución Política del Perú. 
 
76 Numeral 5) del artículo 192° de la Constitución y lo dispuesto por el numeral 2) del artículo 79° de la Ley No. 27972, Ley 
Orgánica de Municipalidades. 
 
77 Artículo 64° de la Ley Orgánica de Municipalidades derogada. 
 
78 Artículo 73° de la LOM: 
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165. Siendo el caso que la Municipalidad Metropolitana de Lima ejerce competencias 
para la organización del suelo, así como de las afectaciones viales que se 
desarrollen en beneficio de los ciudadanos, con fecha 29 de septiembre de 1996, se 
aprobó la Ordenanza N° 127°, por medio de la cual se aprobó el Plano del Sistema 
Vial Metropolitano de Lima. 
 
166. Dicha Ordenanza clasificó las vías en: (i) vías expresas, (ii) vías arteriales, (iii) vías 
colectoras, y (iv) vías locales 
 
167. Al respecto, el Artículo 9° regula lo siguiente: 
 
"Corresponde a la Municipalidad Metropolitana de Lima la definición del 
Derecho de Vía de las Vías Expresas, Arteriales y Colectoras, así como la 
determinación de la zonificación aplicable a sus zonas adyacentes en los 
respectivos planes urbanos. A las Municipalidades Distritales les 
corresponde la definición y aprobación del Derecho de Vía de las vías locales 
(…)" 
 
168. Aun cuando la Municipalidad Metropolitana de Lima era la única facultada para 
determinar el derecho de vía aplicable para el tercer tramo de la Av. Paseo de la 
República, no debemos perder de vista que dicha norma establecía que las acciones 
necesarias de control urbano para el respeto de los Derechos de Vía de todas las 
vías del Sistema Metropolitano le correspondían tanto a la Municipalidad 
Metropolitana de Lima como a las Municipalidades Distritales79. 
 
169. Posteriormente, la Municipalidad Metropolitana de Lima aprobó la Ordenanza N° 
341 referido al Sistema Vial Metropolitano, la misma que definía la estructura vial 
del área metropolitana de Lima y Callao. 
 
170. Conforme al artículo 2° de dicha Ordenanza80, las vías para Lima Metropolitana 
debían ser clasificadas y definidas de la siguiente manera81: 
 
a) Vía Expresa: 
 
Caracterizadas por soportar un gran volumen de vehículos con circulación 
de alta velocidad en condición de tránsito libre, sin existir cruces al mismo 




"Las municipalidades, tomando en cuenta su condición de municipalidad provincial o distrital, asumen las competencias 
y ejercen las funciones específicas señaladas en el Capítulo II del presente Título, con carácter exclusivo o compartido, 
en las materias siguientes: 





79 Decreto de Alcaldía N° 049-89 de la Municipalidad Metropolitana de Lima. 
 
80 El artículo 2 de la Ordenanza N° 341 fue modificado parcialmente por la Ordenanza N° 868. 
 
81 Anexo 1 de la Ordenanza N° 341 
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Las vías expresas articulan el territorio metropolitano a través del tránsito 
entre extensas zonas de vivienda e importantes concentraciones 
comerciales e industriales; asimismo, coadyuvan también a las propiedades 
vecinales por medio de vías auxiliares de diseño especial. 
 
Resulta pertinente señalar que las Vías Expresas Metropolitanas sirven 
directamente al área urbana metropolitana, razón por la que se articulan con 
las vías arteriales y colectoras. 
 
b) Vías Arteriales: 
 
Dichas vías también se caracterizan por llevar considerables volúmenes de 
tránsito. 
 
En las Vías Arteriales se permiten el tránsito de los diferentes tipos de 
vehículos. Las Vías Arteriales deberán tener preferentemente vías de 
servicio laterales para el acceso a las propiedades. En las áreas centrales u 
otras sujetas a limitaciones de sección, podrán no tener vías de servicio. 
 
c) Vías Colectoras: 
 
Son aquellas vías cuya finalidad es llevar el tránsito desde un sector urbano 
hacia las vías Arteriales y/o vías Expresas. 
 
Se entiende que en estos casos el flujo de tránsito es interrumpido 
frecuentemente por intersecciones semaforizadas en los cruces con vías 
Arteriales y otras vías colectoras. 
 
d) Vías Locales 
 
Son aquellas cuya función es proveer acceso a los predios o lotes 
adyacentes. 
 
171. Al respecto, cabe señalar que dicha clasificación tiene carácter funcional, toda vez 
que se basan en la función que cumplen cada una de ellas dentro de la estructura 
urbana. 
 
172. La norma en referencia (Ordenanza N° 341), al igual que la Ordenanza N° 127, 
indica también que corresponde a la Municipalidad Metropolitana de Lima 
definir y aprobar las secciones viales que corresponden a su circunscripción, 
razón por la que dicha entidad tiene la potestad de definir las vías expresas, 
arteriales y colectoras; estando a cargo de las municipales distritales definir las vías 
locales82. 
 
De allí que concluimos que el derecho de vía constituye una limitación legal que -en 
el caso de vías expresas (como es la Ampliación de la Av. Paseo de la República)- 




82 Artículo Quinto de la Ordenanza N° 341. 
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Sobre el tercer tramo de la Av. Paseo de la República83 
 
173. A efectos de analizar si existía o no un derecho de vía, resulta pertinente hacer un 
breve recuento histórico sobre la ampliación del tercer tramo de la Av. Paseo de la 
República. Para ello, hemos solicitado a través de Acceso a la Información Pública 
las normas históricas y planos. A continuación, detallaremos el análisis realizado, 
en base a la información obtenida. 
 
174. En el año 1988, se aprobó el Expediente Técnico a Nivel de Ejecución de Obra de 
la Prolongación de la Av. Paseo de la República, desde su intersección con la Av. 
República de Panamá hasta la Av. Pedro Miotta, pasando por los distritos de 
Barranco, Santiago de Surco y San Juan de Miraflores. 
 
175. Posteriormente, el 20 de junio de 1989, mediante Decreto de Alcaldía N° 049, el 
Alcalde de Lima Jorge Del Castillo Gálvez, decretó: 
 
"(i) Reservar los terrenos destinados a la Prolongación de la Vía Expresa 
Paseo de la República, en los distritos de (…) Santiago de Surco, con un 




(ii) Encargar a la Dirección Municipal de Desarrollo Urbano "la coordinación 
con las Municipalidades Distritales de (…) Santiago de Surco, a efectos de 
evitar nuevas construcciones y/o usos clandestinos en la faja que se 
reserva, aplicándose las sanciones y ordenándose la demolición de las 
obras irregulares de acuerdo al Reglamento Nacional de 
Construcciones vigentes". 
 
176. En ese orden de ideas, con fecha 28 de junio de 1989, el Concejo Metropolitano de 
Lima, a través del Acuerdo de Concejo N° 115, ratificó el Decreto de Alcaldía N° 
049-89. Señaló, además, que el Fondo Metropolitano de Inversiones (INVERMET) 
había informado que para la realización del tercer tramo sería necesario expropiar 
los terrenos privados. 
 
177. De acuerdo con el Plan de Sistema Vial, aprobado mediante Ordenanza N° 127, 
dentro de los inmuebles que se encuentran en el trazado por el que se construirá la 
Prolongación de la Av. Paseo de la República se encuentra el Inmueble objeto de 











83 Si bien en el Expediente no obra información alguna sobre lo narrado en el presente numeral, a través de una investigación 





178. Para una mejor visualización, hemos solicitado al Instituto de Planificación 
Metropolitana la siguiente imagen, la misma que ha sido editada a efectos de 
identificar con claridad la ubicación del Inmueble (ver cuadrante en negrita): 
 
 
179. Como se puede advertir, el Inmueble -al momento en que se aprobó la 
Resolución objeto de nulidad- se encontraba afectado por un derecho de vía. 
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180. Ahora bien, al respecto, es importante señalar que hasta el día de hoy no se ha 
construido el Tercer Tramo de la Av. Paseo de la República. 
 
Por lo tanto, resulta evidente que, aun cuando existía un derecho de vía sobre el 
Inmueble, ello no significaba que la Asociación Pro Vivienda -que permitió la 
posesión del Sr. Hidalgo- haya perdido su derecho de propiedad, pues la afectación 
vial no produce la mutación demanial, lo que se podrá lograr a través del 
procedimiento de adquisición o expropiación respectivo. 
 
6.3. Problema Jurídico N° 3: Determinar si, en el marco del procedimiento 
administrativo, se vulneró el derecho a interponer recursos administrativos 
 
En el presente acápite analizaremos si, en el marco del procedimiento administrativo 
sancionador, se vulneró el derecho a interponer recursos administrativos. 
 
Sobre el alcance constitucional respecto a la autonomía que ostentan los 
gobiernos locales en el Perú 
 
181. Nuestra Constitución Política establece que el gobierno peruano es unitario, 
representativo y descentralizado, razón por la que el artículo 189° de nuestra 
Constitución establece que "el territorio de la República está integrado por regiones, 
departamentos, provincias y distritos, en cuyas circunscripciones se constituye y 
organiza el gobierno a nivel nacional, regional y local, en los términos que establece 
la Constitución y la ley". 
 
182. El artículo 194° de nuestra Constitución dispone que las Municipalidades 
Provinciales y Distritales son autónomas en tres ámbitos: materia política, 
económica y administrativa de la siguiente manera: 
 
"las municipalidades provinciales y distritales son los órganos de gobierno 
local. Tienen autonomía política, económica y administrativa en los asuntos 
de su competencia (…)". 
 
183. Al respecto, nuestro Tribunal Constitucional define las competencias por territorio, 
por grado y por materia de la siguiente manera: 
 
"a) Competencia por territorio 
Según ésta, las municipalidades, sean provinciales, distritales o delegadas 
cuando ejercen sus atribuciones normativas, administrativas o económicas, 
sólo deben referirse a las circunscripciones geográficas para las cuales  
han sido elegidas (esto se conoce como la jurisdicción). 
 
b) Competencia por grado 
Se refiere a que, sin perjuicio de su autonomía, entre las municipalidades 
provinciales, distritales y delegadas existen dos tipos de relaciones: de 
coordinación, para las labores conjuntas, y de subordinación de las segundas 
para con las primeras, en el sentido que deben someterse a la decisión final 




c) Competencia por materia 
Según la cual, los campos específicos en los cuales las municipalidades 
pueden actuar, se encuentran enumerados en la Ley Orgánica de 
Municipalidades"84. 
 
184. Como se puede apreciar, nuestro ordenamiento otorga autonomía en diversos 
ámbitos a los gobiernos locales, con el propósito de promover su desarrollo interno. 
Se entiende a esta autonomía como la capacidad de autogobierno para 
desenvolverse con libertad y discrecionalidad85. 
 
Esta autonomía es administrativa, política y económica. Se entiende a la autonomía 
administrativa como la facultad de organizarse internamente; a la autonomía 
económica como la facultad de crear, recaudar y administrar sus rentas e ingresos 
propios, así como aprobar sus presupuestos institucionales conforme a ley; y a la 
autonomía político como la facultad de adoptar y concordar políticas, planes y 
normas en los asuntos de su competencia. 
 
185. Sin embargo, dicha autonomía debe ejercerse en el marco de la Constitución y la 
ley86. Al respecto, el Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente: 
 
"(…) En cuanto a la autonomía municipal, este Tribunal, en su STC No. 0007- 
2002-AI/TC, de fecha 9 de setiembre de 2003, ha precisado que el 'El artículo 
191° de la Constitución, garantiza el instituto constitucional de la autonomía 
municipal, en sus ámbitos político, económico y administrativo, en los 
asuntos de su competencia'. 
 
En efecto, dicha garantía permite a los gobiernos locales desenvolverse con 
plena libertad en dichos ámbitos: es decir, se garantiza que los gobiernos 
locales, en los asuntos que constitucionalmente les atañen, puedan 
desarrollar las potestades necesarias que garanticen su autogobierno. 
 
(…) Sin embargo, no debe confundirse autonomía con autarquía, pues 
desde el mismo momento en que el ordenamiento constitucional lo 
establece, su desarrollo debe realizarse respetando a ese ordenamiento 
jurídico. Ello permite concluir que la autonomía no supone una autarquía 
funcional, o que alguna de sus competencias pueda desvincularse total 
o parcialmente del sistema político, o del propio orden jurídico en el que 
se encuentra comprendido todo gobierno municipal".87 
(Énfasis agregado) 
 
186. En efecto, como ha señalado nuestro Tribunal Constitucional en reiteradas 
ocasiones, esta autonomía no debe regularse en contraposición con el 
ordenamiento general. 
 
84 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 3283-2003-AA/TC. 
 




87 Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente No. 0010-2003-AI-TC 
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Como veremos a continuación, el ejercicio de la autonomía municipal debe ser 
respetado también al momento de interponer los recursos por parte de los 
administrados en el marco de los procedimientos administrativos seguidos ante las 
Municipalidades. 
 
Sobre el derecho al debido procedimiento administrativo 
187. El Derecho Administrativo no solo se enfoca en analizar actos administrativos y 
servicios públicos, sino también el procedimiento administrativo. 
 
Lo anterior obedece a que el procedimiento administrativo es considerado el cauce 
del ejercicio de la función administrativa, y la institución central de la relación entre 
la Administración Pública y los ciudadanos88. 
 
188. En similar sentido, la doctrina nacional considera al debido procedimiento 
administrativo como un elemento central para que la Administración Pública emita 
decisiones administrativas de calidad89. 
 
189. Por su parte, Agustín Gordillo define al procedimiento administrativo como "la parte 
del Derecho Administrativo que estudia las reglas y principios que rigen la 
intervención de los interesados en la preparación e impugnación de la voluntad 
administrativa"90. En ese sentido, el procedimiento administrativo tiene un carácter 
instrumental en la satisfacción del interés público91. 
 
La definición dada por Gordillo da pie para hacer énfasis en los tipos de 
procedimientos administrativos, los cuales se pueden distinguir en los siguientes: (i) 
de naturaleza constitutiva y (ii) de impugnación92. 
 
Procedimientos administrativos 
Naturaleza constitutiva Naturaleza impugnativa 
Tiene como propósito el dictado de un 
acto administrativo que resuelve la 
petición del interesado. 
Posibilidad de recusar o impugnar el 
acto final que fue dictado en el marco 
del procedimiento constitutivo. 
 
190. Con el propósito de reducir la arbitrariedad (o el abuso) en el ejercicio de las 
potestades administrativas, nuestro ordenamiento regula en el numeral 1.2. del 
artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444, el principio del debido 
 
 
88 HUAPAYA TAPIA, Ramón. "El derecho constitucional al debido procedimiento administrativo general de la República del 
Perú". En: Revista de Investigacoes Constitucionais. Volumen II. Número 1. Año 2015. Pág. 139-140. 
 
89 Ibíd. Pág. 140. 
 
90 GORDILLO, Agustín. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo 2. Buenos Aires: Fundación de Derecho Administrativo. 
Año 1998. 
 
91 ROJAS, Enrique. "El debido procedimiento administrativo". Editorial Derecho PUCP. N° 67. Año 2011. Lima, Perú. Pág. 
181. 
 
92   Ibíd. 
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procedimiento93, por medio del cual los administrados gozan de los derechos y 
garantía implícitos al debido procedimiento administrativo94. 
 
191. Al respecto, en palabras de Morón, este derecho tiene tres (3) niveles concurrentes 
de aplicación95: 
 
a) Como derecho al procedimiento administrativo: Los administrados tienen 
derecho a la existencia de un procedimiento administrativo de manera previa 
a las decisiones administrativas. 
b) Como derecho a la no desviación de los fines del procedimiento 
administrativo: Esta segunda dimensión implica a que cuando la 
Administración aplique un procedimiento administrativo, tenga como 
propósito producir los resultados esperados y no otros. 
c) Como derecho a las garantías del procedimiento administrativo: Esta 
dimensión comprende una serie de derechos que conforman un "estándar 
mínimo" de garantía para los administrados. 
 
192. Con arreglo a la LPAG, por medio de la institución del debido procedimiento 
administrativo, los administrados gozan -de manera enunciativa mas no limitativa- 
de los siguientes derechos y garantías96: 
 
a) A ser notificado: 
Esta garantía implica ser informado del estado del procedimiento en el 
momento oportuno. Asimismo, las notificaciones deberán ser emitidas a 
través de medios idóneos, que permitan dejar constancia en la práctica97. 
En similar sentido, nuestro Tribunal Constitucional ha precisado que solo 
mediante la notificación de la resolución administrativa el interesado puede 
tomar conocimiento de la motivación que tuvo la administración pública98. 
b) A exponer argumentos y a presentar alegatos complementarios. 
Este derecho consiste en la posibilidad del administrado de exponer sus 
pretensiones y defensas ante la emisión de actos administrativos que se 
refieran a sus intereses, así como el derecho a interponer los recursos 
administrativos que consideren conveniente99. 
c) A ofrecer y producir pruebas: 
 
 
93 Cabe señalar que dicho principio ha sido recogido también por el T.U.O. de la Ley N° 27444, Ley de Procedimientos 
Administrativos General, aprobado por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS. 
 
94 Numeral 1.2. del artículo IV del Título Preliminar de la Ley N° 27444 
 
95 MORÓN URBINA, Juan Carlos. "Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativa General". Gaceta Jurídica. 
Tercera Edición. Lima, Perú. Año 2004. Pág. 65 y siguientes. 
 
96 Numeral 1.2. del artículo IV de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 
 
97 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. "Guía sobre la aplicación del principio-derecho del Debido Proceso en los 
Procedimientos Administrativos". Ver: https://www.minjus.gob.pe/wp-content/uploads/2013/09/Gu%C3%ADa-del-debido- 
proceso-MINJUS.pdf 
 
98 Sentencia emitida por el Tribunal Constitucional, de fecha 20 de diciembre de 2007, recaída en el Expediente N° 05658- 
2006-PA/TC, fundamento jurídico 24. 
 
99 MORÓN URBINA, Juan Carlos. "Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativa General". Gaceta Jurídica. 
Tercera Edición. Lima, Perú. Año 2004. Pág. 65 y siguientes. 
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Esta garantía faculta a los administrados a presentar los medios de prueba 
que resulten necesarios para sustentar sus argumentos. Sobre este punto, 
el Tribunal Constitucional ha precisado que este derecho resulta 
especialmente trascendental para el caso de los procedimientos 
administrativos sancionadores100. 
d) A obtener una decisión motivada y fundada en derecho en un plazo 
razonable: 
De acuerdo a artículo 6° de la LPAG, la motivación debe ser expresa, y debe 
existir una relación concreta y directa de los hechos probados en el caso y 
la exposición de razones jurídicas y normativas101. 
En esa línea, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado 
que la debida motivación implica que la entidad administrativa señale en la 
resolución administrativa los hechos que configuran la infracción, las normas 
que resultan aplicables y las consecuencias de dicha infracción102. 
Por su parte, el derecho a un procedimiento sin dilaciones resulta también 
aplicable al ámbito administrativo. Sobre este punto, cabe señalar que se 
determinará si la duración de determinado procedimiento es o no razonable 
en función a la complejidad del caso, el comportamiento del administrado, 
entre otros103. 
 
193. Como se ha expuesto en líneas anteriores, la lista referida no es taxativa, razón por 
la cual el Tribunal Constitucional, en su fundamento 3 señaló que "el derecho al 
debido proceso, y los derechos que contiene son invocables, y por tanto, están 
garantizados, no solo en el seno de un proceso judicial sino también en el ámbito 
del procedimiento administrativo"104 
 
194. En ese mismo sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en la 
sentencia Caso del Tribunal Constitucional Vs. Perú ha concluido que la autoridad 
administrativa en un procedimiento administrativo se encuentra obligada a brindar 
todas las garantías mínimas reconocidas a los administrados, de la siguiente 
manera: 
 
"Si bien el artículo 8 de la Convención Americana se titula 'Garantías 
Judiciales', su aplicación no se limita a los recursos judiciales en sentido 
estricto, 'sino el conjunto de requisitos que deben observarse en las 
instancias procesales' a efecto de que las personas puedan defenderse 
adecuadamente ante cualquier tipo de acto emanado del Estado que pueda 





100 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 14 de noviembre de 2005, recaída en el Expediente N° 3741-2004-AA/TC, 
fundamento jurídico 25. 
 
101 Artículo 6 de la Ley N° 27444, Ley de Procedimiento Administrativo General. 
 
102 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Yatama Vs. Nicaragua. Excepciones Preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 23 de junio de 2005, párr. 153. 
 
103 MORÓN URBINA, Juan Carlos. "Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativa General". Gaceta Jurídica. 
Tercera Edición. Lima, Perú. Año 2004. Pág. 65 y siguientes. 
 
104 Sentencia del Tribunal Constitucional, recaída en el Exp. N° 04298-2004-AA/TC 
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Por la razón mencionada, esta Corte considera que cualquier órgano del 
Estado que ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, 
tiene la obligación de adoptar resoluciones apegadas a las garantías 




195. En esa línea, de acuerdo con el Tribunal Constitucional y a la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, algunos de los derechos y garantías que conforman el 
derecho al debido procedimiento administrativo son: 
 
a) Derecho a la defensa: 
Este derecho se encuentra previsto en el numeral 1.2 del artículo IV del Título 
Preliminar de la LPAG. De acuerdo al Tribunal Constitucional, dicho derecho 
garantiza que toda persona que se encuentre sometida a un procedimiento 
administrativo tenga la oportunidad de contradecir y argumentar en defensa 
de sus derechos e intereses106. 
En esa misma línea, la Corte IDH ha señalado que el derecho a la defensa 
implica también que los administrados cuenten con un plazo razonable para 
ejercer su defensa, así como a ser oído de manera oral107. 
 
b) Derecho a la presunción de licitud: 
Este derecho se encuentra estrechamente ligado al derecho a la presunción 
de inocencia, el mismo que de acuerdo al Tribunal Constitucional también 
resulta aplicable en el procedimiento administrativo sancionador. En ese 
sentido, se encuentra prohibido trasladar la carga de la prueba al imputado: 
"(…) no puede trasladarse toda la carga de la prueba a  quien 
precisamente soporta la imputación, pue eso significaría que lo que 
se sanciona no es lo que está probado en el procedimiento, sino lo 
que el imputado, en este caso, no ha podido probar como descargo 
en defensa de su inocencia (…)"108. 
En ese orden de ideas, el derecho a la presunción implica que la actuación 
de toda persona debe considerarse como lícita hasta que se demuestre lo 
contrario109. 
 
c) Derecho a ser investigado por una autoridad competente: 
 
 
105 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas; 
Sentencia del 31 de enero de 2001, párr. 83 y Caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela. Excepción Preliminar Fondo, 
Reparaciones y Costas; Sentencia del 05 de agosto de 2008, párr. 75. 
 
106 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 14 de noviembre de 2005, recaída en el Expediente N° 3741-2004-AA/TC, 
fundamentos jurídicos 24 al 26. 
 
107 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Tribunal Constitucional Vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas; 
Sentencia del 31 de enero de 2001, párr. 83 y Caso Apitz Barbera y otros Vs. Venezuela. Excepción Preliminar Fondo, 
Reparaciones y Costas; Sentencia del 05 de agosto de 2008, párr. 75. 
 
108 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 11 de octubre de 2004, recaída en el Expediente N° 2192-2004-AA/TC, 
fundamento jurídico 13. 
 
109 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. "Guía sobre la aplicación del principio-derecho del Debido Proceso en los 




La Corte IDH ha reconocido a este derecho como una de las garantías que 
deben ser cumplidas en el marco de un procedimiento administrativo110. Con 
relación a este derecho, la doctrina sostiene que la garantía de ser juzgado 
por una autoridad competente presenta dos aristas: (i) la imposibilidad de 
ser sometido a un procedimiento ante una autoridad que carece de 
competencia para resolver una determinada controversia, y (ii) que la 
competencia de la entidad que resuelva se encuentre establecido por ley111. 
 
d) Derecho a impugnar las decisiones administrativas: 
El derecho a impugnar las decisiones administrativas refiere la posibilidad 
material de cuestionar dichas decisiones mediante mecanismos previstos en 
el procedimiento administrativo112. 
Si bien este derecho será materia de análisis en las siguientes líneas, no 
debemos perder de vista que dicho derecho no debe ser confundido con el 
de "doble instancia", garantía exigible únicamente en el marco de un proceso 
judicial. 
 
En el siguiente acápite, analizaremos si el derecho a interponer recursos 
administrativos es equiparable con el derecho a la pluralidad de instancia; y si como 
tal pertenece al derecho al debido procedimiento. 
 
El derecho a interponer recursos administrativos 
196. Nuestro Tribunal Constitucional ha señalado en reiteradas oportunidades que el 
derecho al debido proceso (recogido en el artículo 139° de la Constitución) no solo 
resulta aplicable en la dimensión judicial, sino que es exigible también en los 
procedimientos administrativos113. 
 
197. Sobre lo anterior, es preciso señalar que aun cuando no se adoptara la teoría 
señalada en el párrafo anterior, nuestra Constitución regula que los derechos 
constitucionales son numerus apertus114, con lo que no se excluye a aquellos 
derechos que no se encuentren expresamente señalados y que se funden en la 
dignidad del hombre, como es el derecho a interponer recursos administrativos. 
 
198. El derecho a interponer recursos administrativos se encuentra regulado en el 
artículo 120° del T.U.O de la Ley de Procedimiento Administrativo General115, el cual 
 
110 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Caso Ivcher Bronstein Vs. Perú. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
fecha 06 de febrero de 2001. Párr. 105-110. 
 
111 HUERTA, Luis. El debido proceso en las decisiones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Lima: Comisión 
Andina de Juristas, 2003. Pág. 34 
 
112 Ministerio de Justicia y Derechos Humanos. "Guía sobre la aplicación del principio-derecho del Debido Proceso en los 
Procedimientos Administrativos". Ver: https://www.minjus.gob.pe/wp-content/uploads/2013/09/Gu%C3%ADa-del-debido- 
proceso-MINJUS.pdf 
 
113 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 14 de noviembre de 2005, recaída en el expediente N° 3741-2004- 
AAT/TC, fundamento jurídico 18. 
 
114 Artículo 3 de la Constitución Política del Perú: 
 
"La enumeración de los derechos establecidos en este capítulo no excluye los demás que la Constitución garantiza, ni de 
otros de naturaleza análoga o que se fundan en la dignidad el hombre, o en los principios de soberanía del pueblo, del 
Estado democrático de derecho y de la forma republicada de gobierno". 
 
115 Artículo 120.- Facultad de contradicción administrativa 
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supone que frente a un acto que viole, afecte o lesione algún derecho o interés 
legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa para que pueda ser 
revocado, modificado o anulado. 
 
199. Para aquellos casos, los administrados deberán contradecir mediante los recursos 
administrativos regulados en la LPAG116. De acuerdo a nuestra doctrina nacional, el 
derecho a impugnar o contradecir en sede administrativa se encuentra 
estrechamente vinculado con el derecho a la defensa y no debe ser confundido con 
el derecho a la pluralidad de instancias117. 
 
En similar sentido, nuestro Tribunal Constitucional ha señalado lo siguiente: 
 
"(…) el derecho de recurrir una decisión de la administración no debe 
confundirse con el derecho a una doble instancia, que, como ya tiene 
dicho este Colegiado, no logra configurarse como un derecho constitucional 
del administrado, puesto que no es posible imponer a la administración, 
siempre y en todos los casos, el establecimiento de una doble instancia 
como derecho fundamental."118 
(Énfasis agregado) 
 
200. En ese orden de ideas, debe quedar claro que el derecho a la pluralidad de 
instancias no constituye una garantía del debido procedimiento administrativo, sino 
que como veremos en el siguiente apartado nuestro ordenamiento protege el 
derecho a interponer recursos administrativos. 
Los recursos de impugnación administrativa en el ordenamiento jurídico 
peruano. 
 
201. Como sabemos, la Administración Pública no se encuentra ajena a incurrir en error. 
Por ello, en palabras del profesor Espinosa Saldaña, los recursos administrativos 
 
 
"120.1 Frente a un acto que supone que viola, afecta, desconoce o lesiona un derecho o un interés legítimo, procede su 
contradicción en la vía administrativa en la forma prevista en esta Ley, para que sea revocado, modificado, anulado 
o sean suspendidos sus efectos. 
120.2 Para que el interés pueda justificar la titularidad del administrado, debe ser legítimo, personal, actual y probado. El 
interés puede ser material o moral. 
120.3 La recepción o atención de una contradicción no puede ser condicionada al previo cumplimiento del acto 
respectivo". 
 
116 Artículo 217. Facultad de contradicción 
"217.1 Conforme a lo señalado en el artículo 120, frente a un acto administrativo que se supone viola, desconoce o lesiona 
un derecho o interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa mediante los recursos 
administrativos señalados en el artículo siguiente, iniciándose el correspondiente procedimiento recursivo. 
217.2 Sólo son impugnables los actos definitivos que ponen fin a la instancia y los actos de trámite que determinen la 
imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión. La contradicción a los restantes actos de 
trámite deberá alegarse por los interesados para su consideración en el acto que ponga fin al procedimiento y 
podrán impugnarse con el recurso administrativo que, en su caso, se interponga contra el acto definitivo. 
217.3 No cabe la impugnación de actos que sean reproducción de otros anteriores que hayan quedado firmes, ni la de 
los confirmatorios de actos consentidos por no haber sido recurridos en tiempo y forma. 
217.4 Cabe la acumulación de pretensiones impugnatorias en forma subsidiaria, cuando en las instancias anteriores se 
haya analizado los hechos y/o fundamentos en que se sustenta la referida pretensión subsidiaria". 
 
117 MARTIN, Richard. "Los Recursos Administrativos y el Control Difuso en la Administración Pública". En: Círculo de Derecho 
Administrativo. Número 9. Año 2010. Lima, Perú. Pág. 215 y siguientes. 
 
118 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 14 de noviembre de 2005, recaída en el expediente N° 3741-2004- 
AAT/TC, fundamento jurídico 23. 
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constituyen "una necesaria garantía de los administrados frente a eventuales 
errores o excesos de diversas reparticiones administrativas"119. 
 
De allí que, podamos definir a los recursos administrativos como aquella 
manifestación de voluntad unilateral del administrado, a través de la que (i) contesta 
o responde la decisión de la Administración Pública que le causa agravio y (ii) se 
exige la revisión de dicho procedimiento, con la finalidad de que se revoque o 
modifique el acto administrativo impugnado120. 
 
202. En similar sentido, la doctrina internacional define los recursos administrativos como 
"toda impugnación de un acto administrativo, interpuesto por quien considera 
afectado un derecho o interés", con el propósito de que quien emitió dicho acto o su 
superior revoque, modifique o sanee el acto administrativo cuestionado121. 
 
203. Conforme a la Ley N° 27444, Ley de Procedimientos Administrativo General, los 
recursos administrativos tienen las siguientes características: 
 Son numerus clausus, es decir, constituyen una lista cerrada y excluyente. 
Los señalados en la LPAG son los únicos medios por los cuales los 
administrados pueden solicitar la revisión de sus propios actos. 
 No se pueden interponer simultáneamente los recursos administrativos. En 
esa línea, se debe interpretar también que cada recurso solo puede ser 
planteado una vez que cada procedimiento, por lo que no se puede 
ejercerlo nuevamente122. 
 Interponer un recurso administrativo implica iniciar un procedimiento 
recursivo. 
 
204. Por medio de los recursos administrativos, nuestro ordenamiento pretende atender 
el derecho de defensa en sede administrativa, el mismo que se encuentra previsto 
en el numeral 14 del artículo 139° de la Constitución Política del Perú y del artículo 
109° de la LPAG. 
 
205. De acuerdo a la Ley N° 27444, los actos administrativos pueden ser cuestionados 
por medio de los recursos administrativos, los cuales se clasificaban en: (i) recurso 
de reconsideración, (ii) recurso de apelación y (iii) recurso de revisión123. 
 
206. Al respecto resulta pertinente señalar que el artículo 2° del Decreto Legislativo N° 
1207 modificó dicho dispositivo de la siguiente manera: 
 
"218.1. Los recursos administrativos son: 
 
 
119 SALDAÑA ESPINOSA, Eloy. Recursos administrativos: algunas consideraciones básicas y el análisis del tratamiento que 
les ha sido otorgado en la Ley N° 27444". Derecho y Sociedad. Año 20. Pág. 108-119. 
 
120 MORÓN URBINA, Juan Carlos. "Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativa General". Gaceta Jurídica. 
Tercera Edición. Lima, Perú. Año 2004. Pág. 65 y siguientes. 
 
121 CANOSA, Armando. "Procedimiento Administrativo: recursos y reclamos". Buenos Aires, Argentina. Abelede-Perrot. Año 
2008. Pág. 118-119. 
 
122 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General. Lima: Gaceta Jurídica. 
Octava Edición. Año 2009. Pág. 629. 
 
123 Numeral 1 del artículo 207 de la Ley de Procedimientos Administrativos General (LPAG) 
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a) Recurso de reconsideración 
b) Recurso de apelación 
(…)" 
 
Como se puede advertir, únicamente mantuvo en dicha disposición dos recursos 
administrativos: el de reconsideración y el de apelación. 
 
207. Sin perjuicio de lo anterior, a continuación, explicaremos en qué consisten cada uno 
de ellos: 
 
a) El recurso de reconsideración: 
 
Este recurso se interpone ante el mismo órgano que dictó el acto que es 
materia de impugnación, con la salvedad de que deberá sustentarse en 
nueva prueba124. 
 
De acuerdo a Morón Urbina, la finalidad de este recurso es que la misma 
autoridad que conoció el procedimiento y que emitió el acto objeto de 
impugnación sea quien revise y corrija sus equivocaciones, así como evitar 
el control por parte de un órgano superior125. 
 
b) Recurso de apelación 
 
Este recurso se interpone ante el superior jerárquico, en caso la impugnación 
se sustente en una interpretación distinta de las pruebas producidas o 
cuando se trate de una cuestión de derecho126. 
 
De acuerdo a Morón Urbina, la razón por la cual para interponer este recurso 
no exige una prueba nueva es que se busca obtener un "segundo parecer 
jurídico" de la Administración sobre los mismos hechos del procedimiento. 
En síntesis, se tratará de una revisión integral sobre la base de fundamentos 
jurídicos127. 
 
c) Recurso de revisión 
 
El artículo 210 de la LPAG reguló lo siguiente: 
"Excepcionalmente hay lugar a recurso de revisión, ante una tercera 
instancia de competencia nacional, si las dos instancias anteriores fueron 
resueltas por autoridades que no son de competencia nacional, debiendo 
dirigirse a la misma autoridad que expidió el acto que se impugna para que 




124 Cabe señalar que en los actos administrativos emitidos por órganos que se constituyen por una única instancia, no se 
requiere prueba nueva. 
 
125 MORÓN URBINA, Juan Carlos. "Los recursos en la Ley del Procedimiento Administrativo General y en los procedimientos 
sectoriales". Lima: Gaceta Jurídica. Año 2009. Lima, Perú. Pág. 43 
 
126 Artículo 209° de la Ley N° 27444, Ley de Procedimientos Administrativo General. 
 
127 MORÓN URBINA, Juan Carlos. Op. cit. Pág. 48. 
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Un sector de la doctrina nacional, consideraba el recurso de revisión como 
una "tercera instancia administrativa de competencia nacional, cuando las 
dos instancias anteriores eran órganos que no tienen [tenían] competencia 
nacional"128. 
 
En similar sentido, Morón Urbina consideraba que el recurso de revisión es 
una "apelación impropia", en tanto que tenía un carácter totalmente 
excepcional129. 
 
Ahora bien, resulta importante precisar que -como señala el profesor Morón- 
este recurso era frecuente en las entidades administrativas que tenían una 
estructura de organización descentralizada o de desconcentración130. 
 
Habiendo establecido los alcances del recurso de reconsideración, del recurso de 
apelación y del recurso de revisión, analizaremos si éste último recurso que fue 
interpuesto por el Sr. Hidalgo debió declararse procedente en el presente caso. 
 
Análisis de la legalidad de los recursos administrativos interpuestos por el Sr. 
Hidalgo y determinar la procedencia del recurso de revisión 
208. Habiendo definido los alcances de los recursos administrativos, queda claro que 
todos los administrados se encuentran facultados para solicitar que aquellos actos 
administrativos que consideren afecten o vulneren derechos sean revisados. 
 
En ese sentido, resulta pertinente precisar que la Resolución que ordenaba la 
demolición y pago de multa en contra del Sr. Hidalgo fue emitida el día 28 de junio 
de 2002, fecha en la que se encontraba vigente la LPAG, aprobado el 21 de marzo 
de 2001 y la Ley N° 23853, Ley Orgánica de Municipalidades, aprobado el 28 de 
mayo de 1984 ("Ley Orgánica de Municipalidades Derogada"). 
 
209. A continuación, analizaremos los recursos administrativos presentados por el Sr. 
Hidalgo en el marco del procedimiento administrativo iniciado por la Municipalidad 
Distrital. 
 
210. De acuerdo con la Sentencia de fecha 14 de enero de 2008, resuelta por el Décimo 
Segundo Juzgado Contencioso Administrativo, el escrito de fecha 13 de agosto de 
2001 (presentado ante la imputación de cargos) era un recurso de reconsideración 
interpuesto por el Sr. Hidalgo. Sin embargo, este análisis es un error del Juzgado, 
toda vez que dicho escrito constituían la formulación de los descargos del Sr. 
Hidalgo frente a la Notificación N° 006880, emitida por la Municipalidad de Santiago 
de Surco. 
 
211. Con la notificación de la Resolución N° 1670-2002-DFC-MSS (que determinó la 
comisión de la infracción en primera instancia), el Sr. Hidalgo no presentó un recurso 
de reconsideración. Lo anterior, no debería implicar mayor análisis, en tanto que 
 
128 MARTIN TIRADO, Richard. "Los Recursos Administrativos y el Control Difuso en la Administración Pública". En: Círculo 
de Derecho Administrativo. Número 9. Año 2010. Lima, Perú. Pág. 226. 
 
129 MORÓN URBINA, Juan Carlos. "Los recursos en la Ley del Procedimiento Administrativo General y en los procedimientos 
sectoriales". Lima: Gaceta Jurídica. Año 2009. Lima, Perú. Pág. 52 
 
130 Ibídem. Pág. 53. 
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dicho recurso era y continúa siendo opcional y su no interposición no obstaculiza el 
ejercicio del recurso de apelación131. 
 
212. En efecto, con fecha 25 de julio de 2002, el Sr. Hidalgo presentó un recurso de 
apelación por medio del cual solicitó que se eleve al superior jerárquico para que 
revoque la Resolución N° 1670-2002-DFC-MSS, siendo éste el Alcalde Distrital. 
 
213. Cabe precisar que la Ordenanza N° 67-MSS (hoy derogada), Ordenanza que 
Aprueba el Régimen de Aplicación de Sanciones de la Municipalidad Distrital de 
Santiago de Surco, establecía lo siguiente: 
 
"Artículo 38.- Competencia 
 
La Dirección de Fiscalización y Control es competente para resolver los 
recursos de reconsideración contra las Resoluciones Directorales que emita 
(…). 
 
Los recursos de apelación contra las Resoluciones Directorales 
emitidas por la Dirección de Fiscalización y Control serán resueltos por 
el Alcalde". 
 
214. La promulgación de dicha Ordenanza obedeció a que resultaba necesario adecuar 
la regulación municipal a la Ley N° 27444, Ley de Procedimiento Administrativo 
General. Sobre este punto, no debemos perder de vista que dicha ley señalaba que 
el recurso de apelación debía dirigirse a la misma autoridad que emitió el acto 
impugnado para que ésta lo eleve al superior jerárquico, conforme ocurrió en el 
presente caso. 
 
215. Tras la promulgación de la Resolución N° 686-2002-RASS, el Alcalde Carlos 
Dargent Chamot resolvió la mencionada apelación declarando infundado la 
apelación y dando por agotada la vía administrativa, de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 38 de la Ordenanza N° 67-MSS132. 
 
Sin embargo, el Sr. Hidalgo mediante escrito de 14 de octubre de 2002, solicitó la 
nulidad de las Resoluciones N° 1670-2002-DFC-MSS y de la Resolución N° 686- 
2002-RASS, la misma que fue declarada improcedente conforme a ley por medio 
de la Resolución N° 989-2002-RASS. 
 
216. Posteriormente, el 03 de diciembre de 2002, el Sr. Hidalgo interpuso el recurso de 
revisión a la Resolución N° 989-2002-RASS. 
 
131 Artículo 219° del TUO de la LPAG: 
 
"El recurso de reconsideración se interpondrá ante el mismo órgano que dictó el primer acto (…). Este recurso es opcional 
y su no interposición no impide el ejercicio del recurso de apelación". 
 
132 "Artículo 38.- 
COMPETENCIA.- La Dirección de Fiscalización y Control es competente, para resolver los Recursos de Reconsideración 
contra las Resoluciones Directorales que emita, para lo cual deberá contar con la sustentación técnica de las áreas 
involucradas en el Sistema de Fiscalización y Control. 
Los recursos de apelación contra las Resoluciones Directorales emitidas por la Dirección de Fiscalización y Control serán 
resueltos por el Alcalde. 




Si bien en dicho momento se encontraban vigentes (i) el Acuerdo de Concejo N° 
121 que disponía que se diera trámite a los recursos de revisión interpuestos contra 
resoluciones y (ii) la Ordenanza N° 290, que dio rango de ordenanza al acuerdo 
señalado en el numeral (i) y que dispuso que procedían los recursos de revisión 
contra las resoluciones emitidas en segunda instancia por las Municipalidades 
Distritales de la provincia de Lima, consideramos que las citadas normas 
municipales vulneraba la garantía institucional de la autonomía municipal; lo cual 
fue posteriormente reconocido por el Tribunal Constitucional quien declaró 
inconstitucional la citada norma. 
 
217. En efecto, tanto la Ley Orgánica de Municipalidades Derogada como la vigente 
dispone la capacidad sancionadora de las Municipalidades a través de ordenanzas 
municipales, las mismas que determinarán el régimen de sanciones administrativas 
por infracción de sus disposiciones133. 
 
218. En esa línea, la Ley Orgánica de Municipalidades establece que la vía administrativa 
se agotaba con la decisión que adopte el alcalde, salvo en los asuntos tributarios134. 
 
Como se puede apreciar, la Municipalidad de Surco se encontraba facultada para 
ejercer el control urbano sobre el distrito de Santiago de Surco, por lo que se 
encontraba facultada para sancionar ante la infracción de los administrados. 
 
219. Es importante señalar que este criterio fue asumido por nuestro Tribunal 
Constitucional, mediante Sentencia de fecha 26 de agosto de 2003. A través de este 
pronunciamiento se determinó que el medio impugnatorio de recurso de revisión 
estaba previsto para actos administrativos de entidades descentralizadas del poder, 
con el propósito que la autoridad superior (de competencia nacional) verifique la 
legalidad de las actuaciones de las autoridades subalternas135. 
 
220. En esa línea, nuestro Tribunal Constitucional citando al profesor Morón Urbina 
precisó: 
 
"(El recurso de revisión) tiene su 'ambiente natural en aquellas estructuras 
organizaciones que han seguido técnicas de descentralización y 
desconcentración territorial creando dependencias con competencias 
sujetas a tutela a cargo de otros funcionarios con autoridad de nivel nacional'. 
 
Evidentemente, de la existencia de autoridades administrativas con alcance 
nacional y de que las mismas puedan conocer recursos, con objeto de 
controlar la legalidad de la actuación administrativa subordinada, no sigue 
que toda Administración Pública tenga el mismo tipo de estructura, 
pues existen instituciones que, por su propia naturaleza, como los 




133 Artículo 115° de la Ley Orgánica de Municipalidades Derogada y artículo 46° de la Ley Orgánica de Municipalidades. 
 
134 Artículo 50° de la Ley Orgánica de Municipalidades Derogada. 
 
135 Fundamento 6. Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 00010-2001-AI. 
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Nuestro Tribunal Constitucional precisó también que amparar el recurso de revisión 
ante la MML vulneraría el derecho de acceso a la justicia: 
 
"Evidentemente, la disposición impugnada intensifica la limitación de ese 
derecho de acceso a la justicia; y la intensifica, pues con el establecimiento 
del recurso de revisión se posterga en el tiempo el acceso del 
administrado a un tribunal de justicia para dirimir sobre la legitimidad 
o no del acto expedido por una municipalidad distrital. Y es que el 
establecimiento de dicho recurso de revisión supone que, una vez agotada 
la última instancia administrativa de la municipalidad distrital, el vecino 
todavía tenga que recurrir a la Municipalidad Metropolitana de Lima, 
haciendo ejercicio obligatoriamente del recurso de revisión, con la 
consecuencia de que, si no lo hace, el juez no podrá expedir una sentencia 
sobre el fondo de la cuestión litigiosa, precisamente porque no se ha 
satisfecho una condición de la acción". 
 
221. En conclusión, queda claro que por la naturaleza de las municipalidades, entre la 
MML y la Municipalidad de Santiago de Surco no existe una relación de 
subordinación. En atención a ello, reconocer la procedencia de los recursos de 
revisión en el presente caso, vulneraría la autonomía de la Municipalidad de Surco, 
así como vulneraría el derecho al acceso a la justicia. Con mayor razón, si nuestra 
actual LOM señala en su artículo 50° que "la vía administrativa se agota con la 
decisión que adopte el alcalde, con excepción de los asuntos tributarios (…)". 
 
222. Ahora bien, para realizar un análisis del caso desde el marco normativo actual 
debemos recurrir inicialmente al Texto Único Ordenado (T.U.O) de la Ley N° 27444, 
Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo N° 
004-2019-JUS y a la Ley N° 27972, Ley Orgánica de Municipalidades. 
 
223. Recordemos que el artículo 50° de la Ley Orgánica de Municipalidades vigente, la 
vía administrativa se agota con la decisión que adopte el alcalde137. Lo anterior 
resulta coherente con que haya sido el alcalde quien resolvió declarar infundada la 
apelación de la Resolución N° 1670-2002-DFC-MSS. 
 
224. Con relación a la procedencia del recurso de revisión, resulta pertinente señalar que 
dicho artículo fue derogado por el numeral 2 de la Única Disposición 
Complementaria Derogatoria del Decreto Legislativo N° 1272, publicado el 21 de 
diciembre de 2016. 
 
225. Adicionalmente, no debemos perder de vista que los gobiernos locales (por su 
propia naturaleza) (i) tienen una competencia especial restringida y (ii) gozan de 




137 Salvo en lo referido a los asuntos tributarios y de acuerdos. 
 
138 Fundamento 7 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 00010-2001-AI/TC. 
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municipalidades no existe relación alguna de subordinación, sino que como indica 
nuestra Constitución Política las municipalidades provinciales y distritales tienen 
autonomía política, económica y administrativa. 
 
226. Lo anterior ha sido ratificado por el Tribunal Constitucional, quien señaló: 
 
"(…) El Tribunal Constitucional considera, prima facie, que cualquier 
analogía que se haga del recurso de revisión establecido en el artículo 1 de 
la Ordenanza N° 290 de la con el que se encontraba previsto en el artículo 
100° del Texto Único Ordenado de la Ley de Normas Generales de 
Procedimientos Administrativos, aprobado por Decreto Supremo N° 02-94- 
JUS resulta sencillamente inadmisible, dada su manifiesta 
irracionalidad y violación de la autonomía municipal"139. 
 
227. En conclusión, consideramos que en el presente caso no se vulneró el derecho a 
interponer recursos administrativos del Sr. Hidalgo, toda vez que dicho recurso no 
resulta procedente en el marco del procedimiento administrativo iniciado por la 
Municipalidad de Santiago de Surco. 
 
6.4. Problema Jurídico N° 4: Determinar si la sanción impuesta por la MSS contra 
el Sr. Hidalgo fue conforme a ley 
 
Determinar los alcances de la potestad sancionadora de las Municipalidades 
 
228. Una de las potestades del Estado es el ius puniendi o potestad sancionadora. Dicha 
potestad puede manifestarse a través de diversas maneras, siendo una de ellas y 
la que analizaremos en el presente Informe el Derecho Administrativo Sancionador. 
 
229. La doctrina internacional define a la potestad sancionadora de la Administración 
como una "potestad ejercida respecto de determinadas actividades sometidas al 
poder de policía y a un régimen jurídico de sujeción, fiscalización y control"140. En 
ese sentido, advertimos que dicha potestad tiene como finalidad "reprimir ciertas 
conductas o a disuadir del incumplimiento de la normativa vigente"141. 
 
230. En nuestro país, el profesor Jorge Danós define a la Potestad Sancionadora como 
"(…) un poder natural o corolario de las competencias otorgadas a la 
administración"142. Lo anterior, en razón a que quien goza de la posibilidad o 
potestad de ordenar, mandar y/o prohibir, debe tener también la potestad de 





140 IVANEGA, Miriam. "Consideraciones acerca de la potestad administrativas en general y de la potestad sancionadora". 
En: Revista de Derecho Administrativo. Edición N° 4. Lima: Círculo de Derecho Administrativo. Año 2008. Pág. 15. Citando 
a Bandeira de Melo, Ceso Antonio. Curso de Derecho Administrativo. Porrua-UNAM. México, 2006 
 
141 CARRETERO, Adolfo. "Derecho Administrativo Sancionador". Madrid: Editorial Revista de Derecho Privado, 1992. Pág. 
107. 
 
142 DANOS, Jorge. "Notas acerca de la potestad sancionadora de la Administración Pública". En: Ius et Veritas. Año N° 5, N° 





231. En similar sentido, nuestro Tribunal Constitucional ha señalado que la potestad que 
tienen las entidades administrativas para imponer una sanción administrativa 
constituye una manifestación de la potestad sancionadora de la Administración 
Pública, que debe respetar los principios constitucionales, así como los derechos 
fundamentales144. 
 
En esa línea, la LOM Derogada regulaba que a través de las Ordenanzas 
Municipales se podían establecer sanciones145. 
 
232. El procedimiento administrativo sancionador materia de análisis, se desarrolló 
cuando se encontraba vigente el T.U:O. de la Ley de Normas Generales de 
Procedimientos Administrativos, aprobado por Decreto Supremo N° 002-94-JUS. 
 
233. Como es sabido, en materia de procedimientos sancionadores, dichas normas 
hacían referencia únicamente a procedimientos disciplinarios en contra de 
funcionarios del Estado146. 
 
Tal como indica el profesor Jorge Danós, antes de la vigencia de la LPAG, "solo 
podíamos encontrar regulaciones sumamente dispersas, fragmentadas, sectoriales 
(…), con casi ninguna preocupación por (…) los derechos, garantías y principios 
constitucionales que han de necesariamente observarse en el ejercicio de la 
potestad sancionadora de la administración pública"147. 
 
234. En efecto, como se puede apreciar, ninguna de las normas anteriormente citadas 
regulaba los derechos de los administrados o principios que deban necesariamente 
ser garantizados en el marco de un procedimiento administrativo sancionador. 
 
235. Sin perjuicio de lo anterior, recordemos que el procedimiento administrativo 
sancionador interpuesto por la Municipalidad de Santiago de Surco contra el Sr. 
Hidalgo se inició cuando ya se había publicado la Ley N° 27444, que establecía en 
su Primera Disposición Transitoria lo siguiente: 
 
"Los procedimientos administrativos iniciados antes de la entrada en vigor de 
la presente Ley, se regirán por la normativa anterior hasta su conclusión. 
 
No obstante, son aplicables a los procedimientos en trámite, las 
disposiciones de la presente Ley que reconozcan derechos o 
facultades a los administrados frente a la administración, así como su 
Título Preliminar (…)" 
 
236. Como se puede advertir, siendo el caso que la LPAG entró en vigencia cuando se 
encontraba en trámite el procedimiento administrativo sancionador, resultarán 
 
144 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 04 de agosto de 2004, recaída en el Expediente N° 1654-2004-AA/TC, 
fundamento jurídico 2. 
 
145 Artículo 115 de la Ley Orgánica de Municipalidades Derogada. 
 
146 Artículos 29, 30 y 33 del Decreto Ley N° 26111, Ley de Normas Generales de Procedimientos Administrativos. 
 
147 DANÓS ORDOÑEZ, Jorge. "La regulación del procedimiento administrativo sancionador en el Perú". Círculo de Derecho 
Administrativo: Perú. 2019. Pág. 28 
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aplicables los derechos o facultades señalados en la Ley N° 27444, que deben regir 
en todo procedimiento administrativo. 
 
237. Ahora bien, incluso ante la ausencia de dicha disposición, recordemos que nuestro 
Tribunal Constitucional reconocía que "en el ejercicio de la potestad sancionadora 
por los órganos de la administración es de perfecta aplicación los principios que 
regulan la potestad punitiva, desde que materialmente se orientan a establecer 
restricciones a los derechos fundamentales (…)"148. 
 
De allí que resulten aplicables los principios de legalidad, tipicidad, presunción de 
licitud y verdad material; los cuales serán analizados a continuación. 
 
Determinar si correspondía la nulidad del acto administrativo por 
contravención a la Constitución, a las leyes o al ordenamiento jurídico 
 
238. Nuestro ordenamiento (particularmente, el TUO de la Ley de Procedimientos 
Administrativo General) dispone mecanismos de revisión de los actos 
administrativos. Así, el Capítulo I del Título III del TUO de la LPAG desarrolla los 
mecanismos a través de los cuales las entidades administrativas a revisar de oficio 
los actos administrativos a través de (i) la rectificación de errores, reconocido en el 
artículo 212° del TUO de la LPAG; (ii) la nulidad de oficio, contemplada en el artículo 
213° del TUO de la LPAG; y (iii) la revocación, regulada en el artículo 214° del TUO 
de la LPAG. 
 
Se entiende a la rectificación como aquel mecanismo de revisión referido a aspectos 
formales del acto administrativo. De allí que una característica esencial sea que el 
acto administrativo objeto de rectificación no altere la sustancia del contenido del 
acto administrativo149. 
 
Asimismo, es posible también que cualquier entidad pública declare -en sede 
administrativa- la nulidad de un acto que emitió siempre que éste contenga un vicio 
insubsanable de nulidad, de conformidad con el artículo 10° del TUO de la LPAG, y 
que no hayan transcurrido más de dos (2) años desde que el acto administrativo 
quedado consentido150. 
 
Por último, será posible que una entidad revoque un acto administrativo cuando: (i) 
la facultad revocatoria haya sido expresamente establecida por una norma de rango 
de ley, (ii) cuando sobrevenga la desaparición de condiciones exigidas legalmente 
para la emisión del acto, (iii) cuando por causa de circunstancias sobrevinientes (es 
decir, por elementos de juicio sobrevinientes) se favorezca al destinatario del acto y 
(iv) cuando se trate de un acto contrario al ordenamiento jurídico que cause agravio 
o perjudique al administrado, siempre que no lesione derechos de terceros ni afecte 




148 Sentencia del Tribunal Constitucional, de fecha 04 de marzo de 1999, recaída en el Expediente N° 421-98-AA/TC. 
 
149  Artículo 212° del TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo General. 
 
150  Artículo 213° del TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo General. 
 
151  Artículo 213° del TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo General. 
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239. Ahora bien, así como es posible que la misma entidad administrativa corrija sus 
propios actos, es aceptado también que sean los administrados quienes impugnen 
aquellos actos administrativos que consideren tengan vicios de nulidad. 
 
240. De acuerdo al artículo 10° de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, son vicios del acto administrativo que causan su nulidad de pleno derecho 
los siguientes: 
 
"1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas 
reglamentarias. 
2. El defecto o la omisión de sus requisitos de validez, salvo que se 
presente alguno de los supuestos de conservación del acto a que se refiere 
el artículo 14. 
3. Los actos expresos o los que resulten como consecuencia de la 
aprobación automática o por silencio administrativo positivo, por los que se 
adquiere facultades, o derechos, cuando son contrarios al ordenamiento 
jurídico, o cuando no se cumplen con los requisitos, documentación o 
trámites esenciales para su adquisición. 
4. Los actos administrativos que sean constitutivos de infracción penal, o que 
se dicten como consecuencia de la misma." 
(Énfasis agregado) 
 
241. Para el profesor Danós, la infracción referida a la contravención a la Constitución, 
leyes o normas reglamentarias es "la más grave de las infracciones en que puede 
incurrir un acto administrativo", toda vez que la Administración Pública está obligada 
a actuar en el marco de la juricidad152. 
 
242. En ese sentido, dicha causal establece que el acto administrado emitido por la 
entidad administrativa debe actuar conforme a la Constitución, a las leyes y a los 
reglamentos. 
 
243. En el presente caso, consideramos que ha existido una evidente violación a los 
principios establecidos en el TUO de la Ley de Procedimiento Administrativo 
General, conforme detallaremos en los siguientes acápites. 
 
Determinar si la Municipalidad de Santiago de Surco vulneró el principio de 
presunción de licitud 
 
244. El artículo 230° de la LPAG la potestad sancionadora tiene una serie de principios, 
dentro de los cuales se encuentra la presunción de licitud, por medio de la cual "las 
entidades deben presumir que los administrados han actuado apegados a sus 
deberes mientras no cuenten con evidencia en contrario"153. 
 
245. De allí que nuestro Tribunal Constitucional indique que "no puede trasladarse la 
carga de la prueba quien precisamente soporta la imputación, pues eso significaría 
 





153 Numeral 9 del artículo 230° de la LPAG. 
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que lo que se sanciona no es lo que está probado en el proceso o procedimiento, 
sino lo que el imputado, en este caso, no ha podido probar como descargo en 
defensa de su inocencia"154. En similar sentido, Carmona Ruano precisa que la 
carga de la prueba en los procedimientos sancionadores corresponde a la 
Administración155. 
 
246. Cabe señalar que este principio se encuentra estrechamente relacionado con el 
artículo 162° de la LPAG, que establece que la carga de la prueba se rige por el 
principio de impulso de oficio. 
 
247. El principio de oficio implica que "las autoridades deben dirigir e impulsar de oficio 
el procedimiento y ordenar la realización o práctica de los actos que resulten 
convenientes para el esclarecimiento y resolución de las cuestiones necesarias"156. 
 
248. Sobre este punto, resulta pertinente precisar que en el Informe N° 1033-2001- 
SDOPRIV-DDU, sobre el que se sustentó la Resolución objeto de impugnación, se 
señaló lo siguiente: 
 
"(…) Tal es el caso del Sr. Valentín Hidalgo Lostaunau, al que se la ha 
cursado la Notificación N° 006880, la misma que ha sido materia de descargo 
(..); sin embargo, no adjunta copia de este ni de documento que pruebe 
la propiedad de los terrenos que vienen ocupando, en tal sentido se está 
procediendo a calificar la infracción detectada". 
 
249. Como se puede advertir, la Municipalidad de Santiago de Surco no cumplió con 
demostrar de manera fehaciente la supuesta comisión de la infracción imputada al 
Sr. Hidalgo, trasladándole a éste la carga de probar que es propietario del Inmueble. 
 
250. Adicionalmente a lo anterior, no debemos perder de vista que dicho Informe se 
sustentó en la información que tenía la Base de Catastro de la Municipalidad. En 
dicha fecha, los catastros de las diversas Municipalidades se construían en función 
a la información que presentaban los administrados. Tal es así, que dicha Base 
Catastral (que sustentó que el Inmueble era un área pública) puso en conocimiento 
la existencia de la Resolución N° 206-96-MLM-DMDU y el plano N° 150 -96-MLM- 
DMDU. 
 
251. Mediante Acceso a la Información Pública, tuvimos acceso a los citados 
documentos. De una revisión de ellos, apreciamos que corresponde a la aprobación 
del Proyecto de Habilitación Urbana para Uso de Vivienda de un terreno de 
29,537.86 m2. de la Cooperativa de Vivienda Los Jazmines de San Roque, área que 
no comprende el Inmueble, conforme se apreciará en la siguiente imagen 





154 Fundamento 45 de la Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente N° 00156-2012-PHC/TC. 
 
155 CARMONA RUANO, Miguel. "Prueba de la infracción administrativa y derecho fundamental a la presunción de inocencia". 
Jueces para la Democracia N° 9. Año 1990. Pág. 24. 
 





252. Conforme se puede advertir en la anterior imagen, dicho Plano (que graficaba que 
el Inmueble formaba parte de la vía Paseo de la República) corresponde a un plano 
elaborado por la Cooperativa de Vivienda, y que hacía referencia a las obras de 
habilitación del terreno resaltado. 
 
253. Siendo ello así, ni el Plano ni la resolución citada líneas arriba son prueba suficiente 
para que se determine que dicha área es pública, como hemos señalado en acápites 
anteriores. 
 
254. Por lo expuesto, consideramos que en el presente procedimiento se ha vulnerado 
el principio de presunción de licitud; asimismo, toda vez que la Municipalidad de 
Santiago de Surco no ha cumplido con demostrar que dicha área era pública, 
incumplimiento su carga de probar la comisión de la infracción imputada al 
administrado. 
 
Determinar si la Municipalidad de Santiago de Surco vulneró el principio de 
verdad material 
 
255. De conformidad con el artículo 1.11 del Título Preliminar de la LPAG "la autoridad 
administrativa competente deberá verificar plenamente los hechos que sirven de 
motivo a sus decisiones, para lo cual deberá adoptar todas las medidas probatorias 
necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los 
administrados o hayan acordado eximirse de ellas". 
 
256. Sobre este principio, la doctrina nacional señala que "las autoridades instructoras 
de los procedimientos tienen la obligación de agotar de oficio los medios de 
prueba a su alcance para investigar la existencia real de hechos que son la 
hipótesis de las normas que debe ejecutar y resolver conforme a ellas, para 
aplicar la respectiva consecuencia prevista en la norma.157" (Énfasis agregado) 
 
157 MORÓN URBINA, Juan Carlos. “Comentarios a la Ley del Procedimiento Administrativo General” . Gaceta Jurídica, 
Décima Edición, Lima, 2008. Pág. 88. 
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257. Como se puede apreciar, en virtud del principio de verdad material, los funcionarios 
deben agotar todos los medios de prueba que les permita corroborar la comisión de 
la infracción. 
 
258. En el presente caso, la Municipalidad de Santiago de Surco ha vulnerado el principio 
de verdad material, toda vez que no ha cumplido con agotar todos los medios de 
prueba. Según la información que consta en el expediente, la Municipalidad de 
Santiago Surco no solicitó a la Superintendencia Nacional de Registros Públicos 
información alguna sobre el inmueble, tampoco demostró bajo qué título el Inmueble 
era un bien público, ni realizó un Estudio de Títulos sobre el Inmueble. 
 
259. Es importante señalar que la vulneración del principio de verdad material ha 
sido reconocido por la Segunda Sala Especializada en lo Contencioso 
Administrativo en un proceso iniciado por el Sr. Paulino Lujan Luque, 
miembro de la Asociación Pro Vivienda y vecino del Sr. Hidalgo, quien solicitó 
también la nulidad de la Resolución que le impuso la misma sanción que al Sr. 
Hidalgo ("construir sobre área pública"). Mediante Resolución N° 5, de fecha 07 
de noviembre de 2007, la sentencia de última instancia recaída en el Expediente N° 
1748-2006 señaló lo siguiente: 
 
"(…) se aprecia que la entidad municipal no ha resuelto observando el 
principio de verdad material previsto en el numeral 1.11 del artículo IV del 
Título Preliminar de la Ley N° 27444, que la obliga a resolver verificando 
plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual 
deberán adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por 
Ley, aun cuando no hayan sido propuestas por los administrados. (…) Que 
siendo la poseedora mediata de los terrenos la Asociación Pro Vivienda, 
como se desprende de la Declaración Jurada y de los comprobantes de pago 
a la Municipalidad de Santiago de Surco (…), administrando justicia a 
nombre de la Nación, CONFIRMARON la Sentencia (…) en el extremo que 
declara FUNDADA la demanda (…) contra la Municipalidad de Santiago de 
Surco". 
 
En ese orden de ideas, queda demostrado que la Municipalidad de Santiago de 
Surco ha vulnerado también el principio de verdad material. 
 
6.5. Problema Jurídico N° 5: Determinar si correspondía que se declare al Sr. 
Hidalgo como legítimo poseedor, en el marco de un contencioso 
administrativo 
 
260. Como se puede advertir del Escrito de Demanda del Sr Hidalgo, contiene como 
pretensión accesoria que se reconozca la condición de legítimo poseedor del Sr. 
Hidalgo sobre el Inmueble. 
 
261. Como sabemos, por ser una pretensión accesoria y siendo el caso que tanto el 
Juzgado como la Sala declararon infundada la pretensión principal, no correspondía 
que se pronuncien sobre dicha pretensión. 
 
Pese a lo anterior, consideramos oportuno pronunciarnos sobre esta pretensión. 
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Sobre los procesos contenciosos administrativos y los alcances de las 
pretensiones de plena jurisdicción 
 
262. El proceso contencioso administrativo nace básicamente del principio de división de 
poderes; de allí que su finalidad sea "ejercer el control jurisdiccional de la sumisión 
de la administración a la ley y al derecho, a fin de proteger, a la par, tanto la legalidad 
como los derechos e intereses del administrado"158. 
 
263. Por lo expuesto, dicho proceso se encuentra regulado a nivel constitucional en el 
artículo 148°, que regula que las resoluciones administrativas son susceptibles de 
ser impugnadas a través del contencioso-administrativo; y en el numeral 3 del 
artículo 139° que establece que ninguna persona puede ser desviada de la 
jurisdicción predeterminada por la ley. 
 
264. A modo de preámbulo normativo, resulta pertinente precisar que, a la fecha en la 
que se desarrolló el proceso contencioso administrativo objeto de estudio, se 
encontraba vigente la Ley N° 27584, Ley que regula el Proceso Contencioso 
Administrativo (en adelante, "LPCA"), la misma que entró en vigencia a partir del 16 
de abril de 2002 y fue modificada por diversos dispositivos normativos. 
 
265. El artículo 1° de la LPCA regulaba de manera expresa que la acción contencioso- 
administrativa tiene por finalidad "el control jurídico por el Poder Judicial de las 
actuaciones de la administración pública sujetas al derecho administrativo y la 
tutela efectiva de los derechos e intereses de los administrados". 
 
266. En efecto, en virtud al principio de juridicidad, por medio de los contenciosos 
administrativos los jueces se encuentran facultados para revisar que la actuación 
administrativa se somete a ley y a derecho159. 
 
267. Asimismo, la doctrina nacional reconoce que a través de dicho proceso de puede 
tutelar derechos fundamentales. Al respecto, el profesor Espinosa-Saldaña señala 
lo siguiente: 
 
"Se va imponiendo progresivamente una percepción distinta del proceso 
contencioso-administrativo, la del contencioso subjetivo o de plena 
jurisdicción, en el cual el análisis jurisdiccional no se limita a determinar si la 
administración actuó o no conforme a derecho, sino que apunta básicamente 
a establecer si es su quehacer dicha administración respetó los derechos 
fundamentales de los administrados, fenómeno al cual, por cierto, no ha sido 
ajeno nuestro país, pues con la dación de las leyes N° 27584 y 27684 es 
que se instaura en el Perú un Proceso contencioso administrativo que 




158 HUAPAYA TAPIA, Ramón. "El proceso contencioso administrativo". Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú: Perú. Pág. 24 
 
159 Ibídem. Pág. 33 
 
160 ESPINOSA-SALDAÑA, Eloy. El Nuevo Proceso Contencioso-Administrativo peruano: ¿principio del fin de nuestro amparo 
alternativo? Normas Legales. Tomo 319. Perú. Pág. 1-7. 
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268. En efecto, con la entrada en vigencia de la Ley del Proceso de Contencioso 
Administrativo se ha mutado de un modelo contencioso objetivo a un modelo 
subjetivo, por medio del cual se ejerce (i) tanto el control jurídico de las actuaciones 
u omisiones administrativas, (ii) así como la efectiva tutela de derechos de los 
administrados161. 
 
269. En ese orden de ideas, podemos concluir que en el Perú se prevé que el proceso 
contencioso sea un "proceso jurisdiccional pleno, donde el juez tiene todos los 
poderes para disponer de las medidas necesarias para la tutela de los derechos e 
intereses afectados por la actuación administrativa"162. 
 
270. Ahora bien, conforme al artículo 4° de la LPCA, son impugnables las siguientes 
actuaciones administrativas: 
 
"1. Los actos administrativos y cualquier otra declaración administrativa. 
2. El silencio administrativo, la inercia y cualquier otra omisión de la 
administración pública. 
3. La actuación material que no se sustenta en acto administrativo. 
4. La actuación material de ejecución de actos administrativos que 
transgrede principios o normas del ordenamiento jurídico. 
5. Las actuaciones u omisiones de la administración pública respecto de la 
validez, eficacia, ejecución o interpretación de los contratos de la 
administración pública, con excepción de los casos en que es obligatorio o 
se decida, conforme a ley, someter a conciliación o arbitraje la controversia. 
6. Las actuaciones administrativas sobre el personal dependiente al servicio 
de la administración pública." 
(Énfasis agregado) 
 
271. Sobre este punto, el artículo 1° de la LPAG establece que son actos administrativos, 
las declaraciones de las entidades del Estado que (en el marco del derecho público) 
están destinadas a producir efectos jurídicos sobre lo intereses, obligaciones o 
derechos de los administrados dentro de una situación en particular. 
 
272. Ahora bien, con relación a las pretensiones en el marco de un proceso contencioso- 
administrativo, se concebían dos: (i) la pretensión de nulidad y (ii) la pretensión de 
plena jurisdicción. Sin embargo, como indica el profesor Huapaya, "este esquema 
dual ha sido superado pues el diseño de las pretensiones depende de las 
particularidades del caso, concretamente, de la actuación administrativa a la cual 
está vinculada"163. 
 
273. En similar sentido, Salas Ferro precisa que con la pretensión de reconocimiento o 
restablecimiento del derecho se pone en evidencia la concepción que rige en 
nuestro ordenamiento, ya que permite al juez reconocer o restablecer los derechos 
 
 
161 HUAPAYA TAPIA, Ramón. "El proceso contencioso administrativo". Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú: Perú. Pág. 49 
 
162 Ibídem. Pág. 50 
 
163 HUAPAYA TAPIA, Ramón. "El proceso contencioso administrativo". Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú: Perú. Pág. 61 
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subjetivos de los administrados y disponer aquellas medidas que sean necesarias 
para dicho reconocimiento o restablecimiento164. 
 
274. En efecto, el artículo 5° de la LPCA dispone que podrán plantearse las siguientes 
pretensiones: 
 
"1. La declaración de nulidad, total o parcial o ineficacia de actos 
administrativos. 
2. El reconocimiento o restablecimiento del derecho o interés 
jurídicamente tutelado y la adopción de las medidas o actos necesarios 
para tales fines. 
3. La declaración de contraria a derecho y el cese de una actuación material 
que no se sustente en acto administrativo. 
4. Se ordene a la administración pública la realización de una determinada 
actuación a la que se encuentre obligada por mandato de la ley o en virtud 
de acto administrativo firme. 
5. La indemnización por el daño causado con alguna actuación impugnable, 
conforme al artículo 238 de la Ley Nº 27444, siempre y cuando se plantee 
acumulativamente a alguna de las pretensiones anteriores165" 
 
275. A efectos de analizar el problema jurídico materia de análisis, resulta pertinente 
señalar los alcances de la tutela de derechos del administrado a propósito de la 
irregular actuación de la Administración. 
 
276. La doctrina nacional señala que la tutela de plena jurisdicción implica (i) una tutela 
declarativa y (ii) una tutela de condena. El primero de ellos está relacionado al 
restablecimiento de un derecho o interés vulnerado por la administración; mientras 
que el segundo está referido a la condena a la administración para que realice todos 
los actos necesarios a fin de reconocer o restablecer los derechos afectados166. 
 
277. En similar sentido, el profesor Huapaya precisa que el juez puede dictar 
pronunciamientos dirigidos a restablecer o reparar un derecho afectado; así como a 
reconocer o restablecer derechos o intereses afectados bajo la plena jurisdicción167. 
 
278. Por lo anterior, queda claro que la presente pretensión es considerada "la 
herramienta más poderosa con que cuenta el administrado para lograr que el juez 
repare los derechos afectados por los pronunciamientos denegatorios o de 





164 SALAS FERRO, Percy. "Las pretensiones en el proceso contencioso administrativo". Revista Oficial del Poder Judicial 
Año N° 6-7, N° 8 y N° 9: Perú. 2012-2013. Pág. 226-227. 
 
165 Resulta pertinente precisar que el inciso 5 fue incorporado por el artículo único del Decreto Legislativo N° 1967, publicado 
el 28 de junio de 2008. 
 
166 HUAPAYA TAPIA, Ramón. "El proceso contencioso administrativo". Fondo Editorial de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú: Perú. Pág. 62. 
 
167 Ibídem. Pág. 64-65 
 
168 Ibídem. Pág. 66 
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Dicho ello, resulta pertinente conocer si la pretensión referida al reconocimiento de 
posesión podía ser solicitada en el marco de un proceso contencioso administrativo. 
 
Determinar si era posible solicitar como pretensión accesoria el 
reconocimiento del derecho de posesión 
 
279. En primer lugar, resulta pertinente traer a colación el artículo 6-A de la LPCA, que 
fue incorporado por el artículo único del Decreto Legislativo N° 1067, y que señala 
lo siguiente169: 
 
"La acumulación de pretensiones procede siempre que se cumplan los 
siguientes requisitos: 
1. Sean de competencia de mismo órgano jurisdiccional; 
2. No sean contrarias entre sí, salvo que sean propuestas en forma 
subordinada o alternativa; 
3. Sean tramitables en una misma vía procedimental; y, 
4. Exista conexidad entre ellas, por referirse a la misma actuación 
impugnable o se sustenten en los mismos hechos, o tengan elementos 
comunes en la causa de pedir" 
(Énfasis agregado) 
 
280. Con relación al primer requisito, el profesor Priori señala que es indispensable que 
las pretensiones solicitadas sean de competencia de un mismo juez170. 
 
281. En efecto, tal como señala el profesor Stefan Leible, "para satisfacer el 
constitucionalmente consagrado principio del juez, se requiere de una precisa 
regulación legal de la competencia. Solamente si está fijado antes de cada 
procedimiento con base en las regulaciones abstractas, qué juez y qué tribunal es 
competente, se puede enfrentar el peligro de decisiones arbitrarias"171. 
 
282. Por su parte, el profesor Priori define a la competencia como aquella aptitud que 
tienen los jueces para llevar a cabo sus funciones. Esta "aptitud" puede tener una 
serie de criterios, tales como materia, cuantía, grado, territorio y turno172. 
 
283. Para el presente caso, consideramos oportuno desarrollar la "competencia por 
razón de la materia", por medio de la cual existen órganos jurisdiccionales 




169 Cabe precisar que, al momento de la interposición de la demanda, la reglas de acumulación de pretensiones se regían 
de manera supletoria por el Código Procesal Civil, debido a que el Decreto Legislativo N° 1067 entró en vigencia de 
manera posterior. 
 
Sin perjuicio de lo anterior, dicha cuerpo normativo regulaba también el primer requisito, esto es, que sean de competencia 
del mismo órgano jurisdiccional. 
 
170 PRIORI, Giovanni. Comentarios a la Ley del Proceso Contencioso Administrativo. Cuarta Edición. Editorial Ara. Lima, 
Perú. Pág. 143 
 
171 LEIBLE, Stefan. Proceso Civil Alemán. Biblioteca Jurídica Diké y Fundación Konrad Adenauer. Santa Fe, Bogotá. Año 
1999. Pág. 107 
 
172 PRIORI, Giovanni. La Competencia en el Proceso Civil Peruano. En: Derecho y Sociedad. Pág. 43 
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Sobre el particular, la profesora Ariano presenta algunas notas características de 
las normas de competencia por la materia: (i) son imperativas, es decir, no admite 
pacto en contra; (ii) son especiales (razón por que no pueden ser aplicadas por 
analogía) y (iii) excluyen a la aplicación del criterio de competencia por cuantía173. 
 
284. Sobre este punto, el profesor Priori precisa que los jueces no pueden actuar con los 
mismos parámetros o reglas que rigen para procesos entre particulares174. 
 
285. En atención a lo anterior, el TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aprobada 
mediante Decreto Supremo N° 017-93-JUS, regula en su artículo 49° que los 
juzgados civiles son quienes deben conocer "los asuntos en materia civil, que no 
sean de competencia de otros juzgados especializados". 
 
286. Por lo expuesto, consideramos que el reconocimiento de posesión no es 
competencia de los juzgados contenciosos administrativos. En similar sentido se ha 
pronunciado el profesor Giovanni Priori, quien ha señalado que "[si se trata de] una 
actuación (…) que se sustente en normas de diversa naturaleza, como el derecho 
civil, no puede plantearse un proceso contencioso-administrativo"175. 
 
287. En ese orden de ideas, consideramos que el reconocimiento de posesión o de 
propiedad deberá ser solicitado a través de un Juez Civil, quien será el competente 
para conocer cuestiones civiles, tales como el reconocimiento de posesión o 

























173 ARIANO, Eugenia. Algunas notas sobre la competencia en materia civil. En: Ius et Veritas. Número 39. Lima, Perú. Pág. 
118. 
 
174 PRIORI, Giovanni. Comentarios a la Ley del Proceso Contencioso Administrativo. Cuarta Edición. Editorial Ara. Lima, 
Perú. Pág. 157. 
 





Luego de analizar las materias y problemas jurídicos vinculados al caso objeto del presente 
informe, consideramos que nuestras principales conclusiones son las siguientes: 
 
Primer Problema Jurídico: Determinar la naturaleza del Inmueble 
Posición del Demandante Posición del Demandado y del Juzgado 
El Inmueble es propiedad privada, siendo la 
Asociación Pro Vivienda la propietaria del 
Inmueble. 
El Inmueble constituye una vía pública de 
conformidad con la Resolución N° 206-96- 
MLM-DMDU y el plano N° 150-96-MLM- 
DGO. 
Posición de la Bachillera A partir del análisis de la información que 
obra en el Expediente y de una revisión de 
la Partida Matriz (así como del plano 
proporcionado por COFOPRI) se puede 
concluir que el inmueble se trataba de un 
bien privado. 
Por lo tanto, lo que correspondería es que 
el Estado expropie el Inmueble, para que 
éste pase a ser un bien estatal. 
Segundo Problema Jurídico: Determinar si existió una vía local o una afectación 
vial 
Posición del Demandante Posición del Demandado y del Juzgado 
El Inmueble es propiedad privada, siendo la 
Asociación Pro Vivienda la propietaria del 
Inmueble. 
El Inmueble constituye una vía pública de 
conformidad con la Resolución N° 206-96- 
MLM-DMDU y el plano N° 150-96-MLM- 
DGO. 
Posición de la Bachillera La Municipalidad de Surco alegó que de 
acuerdo a la Resolución N° 206-96-MDM- 
DMDU, el inmueble estaba ubicado sobre 
una vía. 
Sin embargo, a través de Acceso a la 
Información Pública, obtuvimos tanto la 
Resolución como el plano alegado por la 
MSS. De una revisión de ambos 
documentos, advertimos que el área del 
Inmueble no formó parte del área bruta que 
fue habilitada, por lo que a éste no le 
corresponde la condición de "vía local". 
Si bien ni las Partes ni el Juzgado han 
analizado propiamente si existe o no un 
derecho de vía, mediante Decreto de 
Alcaldía N° 049, el Alcalde de Lima Jorge 
Del Castillo Galvez, reservó los terrenos 
destinados a la Prolongación de la Vía 
Expresa Paseo de la República, en los 
distritos de Barranco, Santiago de Surco  y 
San Juan de Miraflores, con un derecho de 
vía o faja de dominio. Dicha afectación fue 
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 recogida en el Plan de Sistema Vial, 
aprobado mediante Ordenanza N° 127- 
MML. 
Por lo tanto, se puede concluir que sí 
existía un derecho de vía sobre el 
Inmueble. Sin embargo, ello no implica que 
nos encontramos ante un bien estatal, toda 
vez que constituye una limitación legal al 
derecho de propiedad. En otras palabras, la 
existencia de un derecho de vía no 
convierte al bien en uno estatal. 
Tercer Problema Jurídico: Determinar si, en el marco del procedimiento 
administrativo, se vulneró el derecho a interponer recursos administrativos 
Posición del Demandante Posición del Demandado y el Juzgado 
El Sr. Hidalgo alegó que se habría 
vulnerado el "principio universal de la 
pluralidad de instancias", al no habérsele 
permitido ejercer su recurso de revisión 
ante el Consejo Metropolitano de Lima, de 
conformidad con el Acuerdo de Concejo N° 
121 de la MML, de fecha 08 de noviembre 
de 1996. Ello, con la finalidad de continuar 
cuestionando (en sede administrativa), la 
sanción impuesta por la Municipalidad de 
Santiago de Surco. 
Tanto para la Municipalidad como para el 
Juzgado, no se ha vulnerado el derecho a 
la pluralidad de instancias, en virtud a que 
el Acuerdo de Consejo N° 121 no resultaba 
aplicable, toda vez que la Resolución 
Directoral objeto de impugnación fue 
emitida por el Director de Fiscalización y 
Control de la Municipalidad de Santiago de 
Surco, conforme a lo que establecía la 
Ordenanza N° 67-MSS, la misma que 
establecía que los recursos de apelación 
debían ser resueltos por el alcalde. 
Posición de la Bachillera A partir de una diferencia entre el derecho 
a la pluralidad de instancias (el cual no 
aplicable en sede administrativa) y el 
derecho a interponer recursos 
administrativos, consideramos que en el 
presente caso no se vulneró el derecho a 
interponer recursos administrativos del Sr. 
Hidalgo, toda vez que el recurso de revisión 
no resulta procedente en el marco del 
procedimiento administrativo iniciado por la 
Municipalidad de Santiago de Surco, al no 
tratarse de una competencia nacional. 
Adicionalmente, como ya lo ha señalado 
nuestro Tribunal Constitucional en 
reiteradas ocasiones, el recurso de revisión 
vulneraría la garantía institucional de la 
autonomía municipal y el derecho de 
acceso a la justicia, en el marco de 
procedimientos seguidos ante las 
Municipalidades. De allí que, la Ordenanza 
N° 290 (que dio rango de ordenanza al 
acuerdo citado por las partes) fue 




Cuarto Problema Jurídico: Determinar si la sanción impuesta por la MSS contra el 
Sr. Hidalgo fue conforme a ley 
Posición del Demandante Posición del Demandado 
El Sr. Hidalgo no señaló la causal 
específica por la que se debía declarar la 
nulidad del acto administrativa. 
 
Posición de la Bachillera Consideramos que el acto administrativo 
es nulo, toda vez que ha contravenido el 
numeral 1 del artículo 10° de la LPAG, 
razón a que no se han cumplido con los 
siguientes principios: (i) el principio de 
verdad material, al no agotar todos los 
medios de prueba necesarios para 
determinar la comisión de la infracción 
imputada al Sr. Hidalgo; y (ii) el principio 
de presunción de licitud, al trasladar la 
carga de la prueba al Sr. Hidalgo, cuando 
deben ser las entidades administrativas 
las encargadas de demostrar la comisión 
de la infracción. 
Quinto Problema Jurídico: Determinar si correspondía que se declare al Sr. 
Hidalgo como legítimo posesionario, en el marco de un contencioso 
administrativo 
Posición del Demandante Posición del Demandado y Juzgado 
  
Posición de la Bachillera Aun cuando este problema no ha sido 
analizado por el Juzgado, consideramos 
que el reconocimiento de posesión - 
solicitado por el Sr. Hidalgo en su 
demanda- no es una competencia del 
juzgado contencioso administrativo. 
 
El reconocimiento de posesión o de 
propiedad deberá ser solicitado a través 
de un Juez Especializado en lo Civil, quien 
será el competente para conocer materias 
civiles, tales como el reconocimiento de 
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